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"LA ACCION PROCESAL CIVIL" 

CAPITULO I 

farª in~ciar el estudio del derecho procesal Civil y pacar qe ~~_la 

utilidad necesaria , hay que partir de tres nociones .. fund~e¡;y'taleB de or--

den sistemático que no es.t4n df>..;,fJJlj·daf!_ •. ~p ... !?r.~;.~JM -P.2r'.~l[¡.f., . ~'eyes p.~ 
. . \.. ~ 

sitivas y que son: jurisdicción, acci6n y proceso; pero es- conveniente ad 

vertir también para mayor claridad que tal.divisi6n no es otra cosa que la 

proyección sobre el plano judicial, de tres momentos que se podrían ais--

lar y distinguir en toda actividad crítica procesal, así como el juicio -

con el cual un crítico de arte reconoce como auténtico un cuadro, se dis-

tingue del cuadro que él observa y de l as operaciones que, antes de juz--

gar, debe llevar a cabo para acreditar su autenticidad. 

Dice Niceto Alcalá Zamora y Castillo que en una exposición sobre con-

ceptos fundamentales, e l orden l6gico a seguir debiera ser: acción (arr~ 

que), proceso (recorrido) y jurisdicci6n (destino); pero dice que por ra-

zones de método conviene comenzar por la jurisdicci6n, que es la razón de 

ser de la acci6n, seguir después con ésta que e.s uno de los motores del -

proceso y terminar con éste que exige ejercicio de la una y funcionamien-

to de la otra •. He preferido ex&~inar estos conceptos fundamentales en és-

te orden: Acci6n, jurisdicción y proceso, y trataré especialmente en este 

trabajo, de la acci6n procesal civil. 

Significado del vocablo.- El vocablo Acci6n aparece virtualmente con 

un significado diferente, en todos los campos de l derecho, en el campo --

del derecho procesal en particular, su significado varía en el tiempo y -

• 
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en e l espacio, y no sólo admite diversos contenidos en su acepci6n popu-­

lar, sino también en sus límites ciéntificos o técnicos 

Así es diferente el concepto que do la "actio!! se tuvo en Roma, del -. 

que imperó con la llamada "Escuela Clásica" y del que s e afirma moderamen 

t e s egún la doctrina dominante , cuyo empuj e ha s ido meritoriamente logra­

do, por ilustres jurisconsultos, sobre todo de l a Escuel a Italiana, sin -

faltar, desde luego, egregias personalidades en este Continente . 

. Esta disparidad de opiniones sobre e l contenido de la acción, ha con­

ducido más que todo a que se hable de este término en tres s entidos prin­

cipales: a) Como sinónimo de DERECHO: es e l sentido que tiene e l vocablo 

cuando se dice lI e l actor carece de acci6n ll
, de aquí la frecuente interpo­

sici6n de la excepción llamada de falta de acci6n que en resumidas cuen-­

tas no significa otra cosa que la ausencia de derecho l egít imo de aquél -

que quiere hacer valer su pret ensión; b)-como s inónimo de DEMANDA en sen­

tido formal: entonces s e habla de admitir o de r echazar la acción y c) c2 

mo FACULTAD de provocar la actividad del Poder Judicial en este caso se -

trata de un poder jurídico distinto del derecho y de la demanda en s enti­

do formal, dirigido a lograr la actividad estatal, por modio de sus r es-­

pectivos 6rganos jurisdiccionales ,' 

La sinonimia entre acci6n y derecho ha sido relativamente fácil de s~ 

perar:. nc) ha ocurrido as í con l a sinonimia entr e acción y demanda, ya que 

en último término la acci6n es el poder jurídico del actor de hace r valer 

la pretensión y lo verifica por medio de la demanda. 

Por tales motivos, t odo lo r elativo a la naturaleza jurídica de la a~ 

ción, despierta el deseo de señalar sus aspectos fundamentales, de bosqu~ 
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jar esquemáticamente el movimiento intelectual de algunos juristas que se 

han ocupado del tema$ de agrupar sus doctrinas en las t endencias más impo~ 

tantes$ para luego determinar l os puntos más sobresalientes de la problom~ 

tica de la aooión. 

CAPITULO 11 

Varias opiniones sobre la naturaleza jurídica de la acción 

)( Concepto tradicional: Remontándonos al Derecho Romano, encontramos 

perfilado el concepto de la acción, el cual no permaneció estático sino --

por el contrario varió notablemente, según los distintos sistemas procesa-

les. En el de la Logis actiones, la acción era una forma de procedimiento$ 

es decir, designaba los trámites por medio de los cuales se sustanciaba un 

juicio; no comprendía pues el der echo de reclamar, sino únicamente las for 

malidades o sea el procedimiento~ 

~Ya en el sistema del PROCEDIMIENTO FORMULARIO, céwbiú su noción y 
, 

hasta fué definida por CELSO: La acción era el derecho de porseguir en ju~ 

ticia lo que a cada uno se l e debe (Nihil aluid est actio, quam jus quod 

sibil debetur, judicio persequendi), aunque con respecto a la definición -

aludida, hay que advertir que no hay acuerdo sobre el alcauoe de sus térmi 

nos literales. Sin embargo esta definición fué recogida por JUSTINIANO en 

las Institutas, consagrándose ya la acción como aquella necesaria para pe! 

seguir mediante e l juicio la efectividad de los derechos (jus persequandi 

in judicio quod sibi debetur). 

Mas bien al desaparecer el sistema formulario y ya con e l PROCEDI--

MIENTO EXTRAORDINARIO, la acción pasó a ser un elemento del derecho con el 



-4-

cual se confundía; el titular del derecho podía e jercer l a acci6n y así ya 

no se preguntaba si una pers ona t enía derecho a una cosa, sino si tenía ac 

ci6n para r eclamarla. Por lo significati~o conviene r ecordar la tradicional 

divisi6n del Der echo en Roma en : Personas, cosas y Acciones. Esta r eseña -

es ltgerísima , por que no hay que olvidars e como dice Alcalá Zamora y Cas­

tillo, que no obstante e l r espeto que l e merece e l De:recho Romano y sus -­

cultivadores , aquél ha e j ercido influencia nociva para el Der echo Procesal 

en particulares extr emos. Así dice sucedi6 por ejempl o "ba j o e l influjo de 

la divisi6n de PERSONAS, COSAS Y ACCIONES, erigida poco más o menos en un 

dogma jurídico de la Santísima Trinidad la independizaci6n del Der echo Pro 

cesal, institucionalmente r ecluido o vinculado a l último actor, se r etras6 

durante siglos y más siglos ; t ambién e l predicamento de que gozaron l as - ­

teorías privatisticas acerca de l a naturaleza jurídica del proces o - a sa-­

ber- la contractualista , abandonada no hace mucho y la cuasi contractualis · 

ta, todavía con adeptos-, basadas en erróneas interpretaciones de l Der e cho 

Romano o, me j or dicho, manifiestamente inadaptables a la mecánica de un - ­

proceso distinto de l ordo iudiciorum privat orum (legis actio y por f ormu-­

las), sólo puede explicarse merced a su r eal presupuesto entronque r omanis 

ta; finalmente , l a verdader a índol e de la acci6n quizd s e hubiese dilucid~ 

do hace bastantes años si l os procesalistas so hubiesen pro ocupado un poco 

menos de l Der echo Romano, a fin de ocupars e un poco más de l a r ealidad pr~ 

cesal. 

Siguiendo la huella del Derecho Romano, l a doctrina consider6 tra­

dicionalmente que la acci6n y e l der echo eran una misma cosa, se lleg6 a -

decir que la acci6n era el der echo en movimiento, o el der echo e levado a -
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una segunda potencia, o el derecho con casco y armado para la guerra, por 

eso decía Demolombre que cuando la ley hablaba de derechos y acciones incu 

rría en un pleonasmo. 

El concepto de acción como elemento del derecho, pasó a la llama­

da Escuela Clásica, que influyó nütab10mente con su doctrina sobre la ac­

ción, expuesta por Savigny en su obra SISTEMA DEL DERECHO ROMANO ACTUAL, ­

La argumentación fundamental radica en que la acción resulta de la viola­

ción de un derecho, de donde se colige que no puede existir acción sin 

concebir la existencia de un derecho, cuya violación originó aquélla; es 

decir, la acción es el derecho en movimiento. 

No puede suponerse un derecho sin la acción necesaria para hacerlo 

efectivo, ni la acción se entiende sin la existencia de un derecho al 

cual garantiza. En realidad Se afirma que acción y derecho no son mas que 

dos aspectos de una norma jurídica: uno activo y otro pasivo, 

Crítica sobre el concepto tradicional de la Acción. 

Por varios motivos no se puede admitir que sean una misma cosa el 

derecho de acción y el derecho material porque si esto fuera así en rigor 

lógico debería corresponder únicamente al verdadero titular del derecho -

material. A este respecto advierte UGOTROCO que si el derecho de acción 

y el derecho material fueran una misma cosa "no sería posible explicar de 

que manera el titular del derecho puede recurrir a la autoridad judicial 

para después decir que estaba en un error, es decir, que no es titular de 

aquel derecho que había afirmado como causa exclusiva de su acción. Ade-­

más ni siquiera podría explicarse con la teoría de referencia la figura -

del domandado, que, a semejanza del actor, tiene derecho de prente&er la 
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prestación, por parte del Estado, de su actividad jurisdiccional, sin más 

difer encia que la de perseguir una declaración negativa, es decir, la de­

claración del juez, de un der e cho contrario al afirmado por e l actor. La 

existencia inconcusa de un derecho del demandado a pretender la presta--­

ción de la actividad jurisdiccional del Estado , demuestra, contra el con­

cepto de Savigny, que e l derecho de acción os independiente del der echo -

material . Si fuese de otro modo, sólo al verdadero titular del derecho ma 

t erial correspondería aquel der echo, y no ya a las dos partes (actor y de 

mandado)l1. Y continúa diciendo el mismo autor: "Esta concepción tiene 01 

defecto de r esponder a un estadi o definitiv~mente desaparecido en la hist~ 

ria del derecho. En efecto, concebir e l derecho de acción como un derecho 

contra el adversario reclama y presupone el sistema de la defensa priva-­

da, en que el derecho de obrar contra 01 adversario debía ser e l derecho 

material mismo. 

Pero, cuando para asegurar la administraci6n r egular de la justi­

cia intervino -e l Estado y al sistema de la defensa privada se substituy6 

el de la justicia estatal, hubo de surgir, además del derecho material, -

un derecho abstracto que se haría valer frente al Estado, es a saber, el 

derecho de obtener justicia, el derecho de provocar de la actividad ju-­

risdicciona1 del Estado una s entencia favorable o contraria, una senten-­

cia que declare la existencia o la inexistencia del derecho afirmado." 

No s e crea que actualmente ha desaparecido la influencia de la 

concepci6n romano -clásica de la acción, pues hay doctrinas que denotan -

su influencia. - por . ejemplo~NICQLAS C.illlIELLO_~aati.en~qlle.Jn-.acci6!Lpue.:= 

de definirse diciendo ue "es l a facultad de invocar l fl. autoridad del Es­

tado pa;r:.a..la..Jlª-fensa 4e un derechol!. - Pero concibe la acción en dos diver 



-7-

sos aspectos o estadios: de potencialidad y de mera actuación. En el pri­

mero, la existencia de la acción pasa casi inadvertida y s e confunde con 

el derecho mismo. En el segundo, por e l contrario s e destaca con t oda cla 

ridad, como sucedería en el caso de la violación del derecho o de que se 

haga necesaria su defensa, situaci6n ésta que no puede ocurrir en el pri­

mor estadio. En el primer aspecto, la acci6n constituye un elemento del -

derecho, mas bien forma parte de su contenido; en el segundo, es la misma 

facultad abstracta que se determina y concreta. COVIELLO afirma también -

que al concebir como él lo hace -la acci6n- como función del derecho sub­

jetivo, resulta ociosa la cuestión acerca de la naturaleza especial del -

derecho de acci6n. Para el autor citado, la acci6n también puede aprecia!: 

se desde el punto de vista formal o procesal, ya que el anterior enfoque 

lo hace desde el punto de vista del derecho Civil. En sentido formal o 

prooesal, denota la invocación efectiva de la autoridad jurisdiccional 

del Estado para la defensa de un derecho. Pero desde este ángulo de obser 

vaci6n, la acci6n no eS ni un elemento del derecho ni un derecho en si -­

mismo, sino un mero HECHO . Por esta raz6n dice: "Pues bien, así como GlGj~ 

cicio del derecho puede de hecho efectuarsepcr quien no tiene el derecho 

que. ejercita, ya abricuela creencia de tenerlo, o bien la convicci6n con­

traria, así la acción en sentido procesal puede e jercitarse aún por el 

que no tiene el derecho que pretende hacer valer y aún por el que está 

convencido de no tenerlo. En otros términos puede existir la acción de he 

cho, sin que exista el derecho de obrar , f! 

Igualmente HANS KELSEN, para quien no puede concebirse la existen­

ciade un derecho subjetivo, sin la facultad de pedir de los organos ju--
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risdiccionales la aplicación del acto coactivo, en el supuesto de que la 

persona obligada haya faltado al cumplimiento de su deber. Kelson piensa 

que no s e trata de dos der echos diferentes, sino de un mismo derecho en -

dos r e l aciones distintas. Se l e ha criticado por hacer depender la exis - -

t encia de l der echo subjetivo de la posibilidad de la acción, confundiendo 

el derecho subjetivo con uno de l os medios establecidos para asegurar, --

hasta donde es permitido, su cumplimiento . 

. Un avance en esta materia l o constituye la circunstancia de ha--

berse afirmado EL CARACTER AUTONOMO DE LA ACCION. Es decir, s e hace a un 

lado la concepción de l a acción como e lemento del derecho subjetivo, para 

s ostener que la acción s e da fuer a de es o der echo que prot ege , para eri--

girse en una entidad autónoma. Mas esta corriente aparece en la s egunda -

mi tad del siglo pasado, con l os estudios de lilINDSCHEID en su libro "LA AC 
~ 

CION EN EL DERECHO ROMANO DESDE EL PUNT0 DE VISTA DEL DERECHO MODERNO" 

(1866) y en la famosa polémica s ostenida por TEODORO MUTHER, quien publi-

có a su vez otro libro "LA TEORIA DE LA ACCION ROMANA y EL DERECHO MODER-

NC' DE OBRAR" (1857) y que indujo a Muther a sostener que la acción era un 

derecho subjetivo público contra e l Estado en la pers ona de sus órganos -

jurisdiccionales, pero aún no llegó a desvincular la existencia de l der e--

cho de acción de la del derecho violado, porque aún cuando la acción sea 

un derecho subjetivo público está c ondicionado a un supuesto necesario : -

el derecho privado y su violación . Las premisas sentadas por WINDSCHEID y 

MUTHER, sirvieron de base a otros autor es , para elaborar sus r espectivas 

doctrinas, por· e jemplo la de Wach, s obre e l derecho a la tutela jurídica 

y la de Degcnkolb, como un derecho abstracto de obrar, etc. Estas doctri-
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nas, abonan tambi~n la t endencia a considerar la acción como de contenido 

enteramente autónomo y así en la última mencionada se concibe la acción -

como un derecho abstracto de obr ar, independientemente de que ella s ea -­

fundada o infundada. A este r especto dice CUOTURE que una famosa discu---­

sión acerca del contenido de l a actio r omana y la Aspruck germánica, cul­

minó con el reconocimiento de que no existía coincidencia entre ambas. La 

Anspruch o pretensión constituía en el pensamiento do Windsche id primero 

y en el de Waoh después, un f enómeno jurídico diferenciado del derecho. -

Para la Ciencia del proceso, l a s eparación de l derecho y de l a acción --­

constituyó un fenómeno análogo a l o que r epr es entó para la física la divi 

sión del átomo. Más que un nuevo concepto jurídiCO, constituyó la autono­

mía de toda esta rama del derecho. Fuá a partir de este momento que el d2 

recho procesal adquirió personalidad y s e dosprendió del vie j o tronco del 

derecho civil. 

La doctrina admitió casi sin reservas esta nueva c oncepción, y s~ 

bre ella elevó sus construcciones futuras. Admitida la autonomía del dere 

cho de la acción, la doctrina perdió unidad y comenzó a dividirse en numo 

rosas orientaciones. 

Debe colocarse siempre dentro del concepto de autonomía de la ac­

ción, la doctrina elaborada por CHIQVENDA, considerándola este autor, co­

mo un derecho potestativo ' 7 Esta t eoría es expuesta también en Alemania -

por WEISMANN, quien concibe la acción como la facultad de obtener la ac-­

tuación del derecho objetivo. Los dereohos potestativos son aquellos qUQ 

representan una facultad, amparada por la l ey mediante la cual s e produ-­

cen efectos jurídicos con r especto a otras personas, que tienen que SOPO! 
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tarlos, aunque no exista un deber correlativo a es e der echo, ni obligación 

contractual de ningún otro génor o . Repres entan pues, una categoría especia l 

de der echos difer entes de los r eales o personales, caracterizados por dar 

nacimiento o modificar o extinguir der echos subjetivos por la s ola circun~ 

tancia de la voluntad de l titular. Entre ellos s e citan, por e j emplo : los 

de impugnación, de revocación, de compensación, etc. La es encia de estos 

derechos pot estativos -dice JAIME GUASP- consiste en quo, 11 .diferencia de 

los derechos abs olutos y r elativos ordinarios, no apar ece en e llos un obll 

gado, ni desde el momento de l a constitución de l derecho ni en un momento 

posterior, sino s ol o una persona sujeta a l os ef ectos jurídicos que e l - -­

ejercicio del der echo pot estativo produce, Así l a acción no encuentra nun­

ca frente a si una pers ona obligada, sino únicamente una persona s omotida 

a las consecuencias de su interposici6n". Este autor pone e l siguiente -­

ejemplo: si uno de los cónyuges da causa suficiente para e l divorcio, el -

inocente tiene un der echo pot estativo a obtenerlo, pero el culpable no os­

tú obligado a concederlo; ni siquiera en ef octo, es él quien l o puede con­

ceder; s e halla t an sólo sujet o a l os ef ectos que produce e l ejercicio de l 

der echo . A esta clase de der echos pertenece l a acción y l a define como e l 

poder jurídico de dar vida a la condición para la actuación de l a ley mc--­

di ante la intervención de l os ór ganos jurisdiccionales. En la generalidad 

de los casos las normas jurídicas s e actúan por intervenci ón de l os órga- ­

nos públicos, sin que medie l a gestión de parte, per o cuando ésta os neco­

saria, la voluntad particular es dot er minante para l a actuación de la l ey 

y es entonces cuando s e dice que s o tieno acción y que ésta es e l poder 

jurídico de dar vida a la condición para la actuación do la voluntad de l a 
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Ley. 

Hay que advertir que para Chiovenda la acción civil, no es entera­

mente pública, sino participa también del carncter privado, ya que no so -

ejerce contra el Estado sino que se dirige hacia el Estado, pero frente al 

adversario, sin que esto quiera decir que se aparte de la orientaci6n pu-­

blicista del proceso, pues en él juega principal papel la presencia del E~ 

tado. Por eso afirma Couture , aludiendo n l a tesis de Chiovenda: "Le que 

$..ostiene es que la acción no ' os un derecho público sino también privad0.t -

en cuanto el particular que demanda no e,jorce ninglÍn derecho en contra del 

Estado a l cual ésts 60 halle correla tivamente obligado. Lo quo existo es -

Ulla sU,j eci.6n al Estado, sin 01 cual l a idea de acc:l6n no s o concibe ni po­

dría pracUcameh:to funcj.onar en la vida. La relación es ontre ciudadano y 

ciudadano '::t trav6s del Estado .. 11 

A ] él. doctrina de Cll:5.0venda. s e le .han hecho s erias críticas; pues el 

derecho potestativo no es mas que un derecho que s e agota en una simple fa 

cultad a la que no corresponde ninguna obligaci6n en otro, como no Soa la 

necesidad do soportar los efoctos jurídicos producidos por el ejercicio de 

aquella facultad. Advierto Ugo Rocco quo estn convencido do la absoluta -

impropiedad técnica del concepto do derecho potostativo y de la ninguna -­

utilidad del mismo para la construcci6n de la acción como derecho subjeti­

vo y dice '''Sog'lín esta toaría } [1. c.cci.6n s nrí n. lo. potestad de roaHzar la .-­

qondici6n para la. ,tutela del . ~erécho , potestad cuyas consecuencias recaen 

sobre el adversario .; quien . no t.iene cxnpcro .ninguna obligaci6n paré), con· el 

ti tular del derecho ' A fuera de la neoesidad de soportar l os efectos. do di-.:­

cha acci6n ~. Para justificar tales derechos potestat:i,.vos, s e han buscado :-
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ejemplos en otros campos del derecho; s e ha adoptado verbigracia la f acul 

tad de obtener la división de l a comunidad, al cual derecho no correspon­

de ninguna obligación, la facultaddo·hacer que se declare un acto nulo, -

cte. 

Pero . afirmar la existencia de un derecho a l que no corresponde una 

obligación, 8 S afirmar una cosa inadmisible. El der echo como n orma de con 

ducta, impone mandamientos o prohibici ones a l os que corresponden obliga­

ciones de hacer o no hacer. 

En esto consiste la naturaleza general imperativa de l derecho. Pe­

r o si e l derecho es imperativo, si consta de mandamientos o prohibiciones, 

es evidente que no pueden existir l os llamados derechos potestativos, p0E. 

que de todo mandamiento o prohibición deriva un derecho y una obligación 

jurídica correspondiente . 

No puede pues hablarse de derecho potestativo, sino mas bien de f a 

cultades contenidas en l os derechos subj etivos , a l os que correspondo no 

una obligaci6n particular, sino solo la obligaci6n determinada en f orma -

genérica, correspondiente al derecho de que f orman parte. Por consiguien­

te los derechos potestativos s on facultades de ese genéro. Hay casos en -

que el e j ercicio de un derecho subjetivo presupone un acto preliminar de 

la voluntad del titular, y de allí la consecuencia de que l a facultad de 

hacer aquella declaraci6n no es derecho en sí, sino que f orma parte del -

contenido de aquél derecho. A la categoría de tales derechos, cuyo ejercl 

cio presupone un acto especial de l a voluntad de l titular, pertenece el -

derecho de acci6n, como t odos los derechos cívicos. 

En él la facultad de iniciar el e jercicio mediante la especial decla~ 
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raci6n, s e ha cambiado por un derecho autónomo, esto es, por e l llamado p~ 

testativo. Pero concluyamos que esto es fals o e inadmisible . 

El procesalista FRANCISCO CARNELUTTI, a l tratar l a acci ón de l as -­

partes, s ostiene que la acción es un derecho subjetivo procesal de l a mis­

ma; que la dificultad estriba en distinguir el derecho que s e hace valer -

en juicio (der echo subjetivo material) del derecho mediante e l cual s e ha­

co va l er, per o e l derecho subj etivo procosal y el material, no se confun-­

den y pueden existir e l uno sin 01 otr o . Así s e dice: yo t engo der echo a -

obtener del juez una s entencia s obre mi pret ención, aunque ésta sea infun­

dada. "El derecho subjetivo material, tiene por contenido la preva l encia -

del interés en litigio y por sujeto pasivo a l a otra parte ; el derecho sub 

jetivo procesal tiene por contenido la prevalencia del interés a la compo­

sici6n de la litis , y por suj ot o pasivo al juez o, en genoral al miembro -

del 6rgano al que corresponda decidir s obre l a demanda." Mus ade lante agr.9, 

ga: que como el interés que constituye el el emento materia l de la acción -

no es 01 inter és en litigio (el cual es el contenido del der echo sub jeti-­

va material) sino 01 interés a la compos ición del litigio, que es común a 

la parte y a l os r estantes ciudadanos (C Ol ectiVO), la acción do l as partes 

no es un derecho sub jetivo privado, sino un derecho subjetivo público . ~~s 

exactamente , es uno do aquellos derechos públicos subjetivos que se llaman 

derechos cívicos. 

Otros autores, por e j emplo JAMES GOLDSCHMIDT, conciben la acción 

o derecho proces a l de obrar (en su contenido de pretensión de s entencia) -

como' un dorecho público subjetivo dirigido contra el Estado par a obtener -

la tutel a jurídica del mismo mediante sentencia favorable , y agrega;" e l -
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derecho de acción, por la relación en que se encuentra con el Estado de s~ 

misitn a la Soberanía estatal, será un derecho contra el Estado, cuya car­

ga recae sobre el demandado." A este respecto Ugo Rocco niega que exista -

tal derecho a una sentencia favorable y dice que en el proceso de declara­

ción, por ejemplo el derecho a la sentencia favorable no solo no surgo en 

el momento en que el éator propone la demanda judicial, sino que ni siqui~ 

ra nace al cerrarse la substanciación de la causa; s610 aparece cuando el 

proceso ha terminado, esto es cuando el juez se ha formado una convicción 

sobre el material de ¡a causa. 

y Chiovenda también dice: el derecho a una sentencia determinada -

surgiría pues en un momento que el titular no puede conocer y cuando lo ca 

nace, el derecho ya ha quedado satisfecho. 

y entonces puesto que no se hace valer el derecho a una sentencia 

determinada ya sea por parte del actor, ya por parte del demandado, el de­

recho que se ejórci ta no puede ser evidentemente sino o del derecho abs--·­

tracto de obrar, que compete a las dos partes, o del derecho subjetivo ma­

terial que compete al que tiene raz6n, concepto que se excluye. 

Ugo Rocco estima el derecho de acción como el derecho de cada ciu 

dadano como tal, de pretender del Estado el ejercicio de su actividad para 

la satisfacción de los intereses amparados por el Derecho, dice dicho actor 

_ que pertenece la acción a la categc)ría de los derechos públicos subjetivos, 

y que forma parte de la clase de los derechos cívicos, por cuanto tiene -­

por objeto una prestación positiva de parte del Estado y que su caracterís 

tica consiste en ser un DERECHO ABSTRACTO, en el sentido de que prescindo 

de la existencia efectiva de un derecho material concreto ~ Lo demuestra el 
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hecho do que cualquier a puede e j ercitar e l der echo de acción es decir, pu~ 

de provocar l os ór ganos jurisdiccionales del Estado , aún cuando en r eali- --

dad no t enga un ver dader o der echo mat eria l que hacer va l er. Y continúa di-

ciendo dicho autor." Así quoJ el der e cho de acción debe cons i der arse no ca 

mo un der echo para con e l adversario, sino como un der echo CON RESPECTO AL 

ESTADO . " Explícas e de es t e modo porqué e l der echo de acci ón s e .ejercita -

aún por el que ne ti ene un verdader o der echo mat erial, y porque el 

juez tiene la obligaci6n de r es ponder siempr e a l a acción intentada por e l 

particular . 

Otro proces alista KOHLER s ostiene que l a acción es s ol o l a f acul--

t ad, perteneciente a cualquier a , y comprendida en el der echo a l a integri-

dad de la propia pers onalidad de dar vida a l a demanda judicia l , verdader o 

negocio jurídico, por ef ecto de l cual el adversario s e col oca en una s itua 

ci6n jurídica, aún contra su voluntad, 

Esta t eoría niega l a /exi s t encia de un der echo de acción como de-

r echo autónonlo, y viene a negar t oda r e l ación entre las par tes y e l Esta--

do, a l s ostener que las r elaciones proces al es intervienen s ol o entre aque-

llos, en este cas o e l proces o vendría a s er, s egún afirma dicha t ooría un 

funci onami ento ulterior de l a def ensa privada, y e l juicio sería siempre ,-

en definitiva, una lucha entre las partes. Esta t eoría t ambién es muy cri-

ticable pues no basta docir que e l Estado presta l a tute l a de l Der echo "en 

cumplimiento de sus deber es. estatales", porque t oda actividad de l Es tado -

es cumplimiento de un deber suyo; por o e l Estado puede cumplir sus deber es 

de diversos modos. Los cumple e l Estado de policía y e l Estado de Der echo . 

I ,­
Dentro de l a t endencia de l a autonomía de l a acción, pueden citar 
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s e gran cantidad de aut or es. Destacaremos más adelante l as opiniones de 

l os notables procos alistas Nicet o Alcalá Zamora y Castillo y J a ime Guasp. 

Por l o expuesto s e puede apreciar, como ha variado el concepto -

de la acción en la doctrina, con fas es bien marcadas en la trayectoria cv~ 

lutiva de esta institución: e l derecho r omano que llegó a identificar ac- ·­

ción y derecho subj etiVO, concepción que s e moldea con l a Escue l a Clásica, 

para considerar l a acción como el der~cho en movimiento, siendo inacepta- ·­

ble la existencia de la aoción sin l a existencia de un derecho al cual se 

trasgredió; para que finalmente prive la fuerte corriente innovadora que -

dándol e autonomía a la acción, la injerta dentro del campo del derecho pú­

blico, correspondiéndole a Chiovenda el mérito de haber encontrado ese pu~ 

t o de c ontacto entre e l interés privado y el interés público, a l estimar -

que la acción es un derecho pot estativo que obra como condición para l a a~ 

tuación de la voluntad de la l ey, a través de l os órganos jurisdiccionales 

del Estado. 

Actualmente puede decirse que el concepto de la acción como dere-­

cho subjetivo público que tiende a provocar la funci ón jurisdicciona l de l 

Estado a efecto de tutelar una pretensión jurídica material, está bastante 

arraigado . Ugo Rocco da su definición de l derecho de acción diciendo : Que 

es un derecho subjetivo público del individuo para con e l Estado,y s ól o p~ 

ra con el Estado que tiene como contenido substancial el inter é s abstracto 

a la intervención del Estado para la eliminación de l os obstáculos que la 

incertidumbre o la inobservancia de la norma aplicable a l caso concret o, -

pueden oponer a la realización de los intereses protegidos. 

Actualmente se considera a la acción como independiente del dere-
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cho materia l o l o que llamaríamos pre tensión jurídica material para inte--

grarla como un concepto correl ativo de l o que entendemos por jurisdicción 

estatal; es un derecho autónomo por el cual s e r equiere l a intervención - -

del Estado para que ejercite su función jurisdiccional. El eminente trata 

dista HUGO ALSINA, as í la estima y opina que esta posición no es más que -

una consecuencia de l a prohibición de hacers e justicia con mano propia y -

de haber asumido elEstado la funci ón jurisdiccional. 

Huy quümcs s ostienen acercándose a Roc co que l a Acción es el de 

recho subjetivo público que tienen l os particulares frente a l Estado para 
, 

hacer que éste desarrolle en f av or de aque: l os la función jurisdiccional -

realizando e l der echo objetivo en un ca s o concreto en que existe un obstá·~ 

culo de inseguridad, negación, r esistencia o violación , que s e oponga a h~ 

cerlo efectivo, y a simismo advierten que e l derecho de acción contiene den 

tro de sí, un conjunto de facultades que forman una s erie, y que se inicia 

en e l momento de interponer l a demanda; por consiguiente cada una de esas 

facultades particulares no constituyen otros tantos derechos subjetivos p~ 

blicos del particular, sino que todos ellos constituyen un derecho subjetl 

va únic o, que se denomina DERECHO DE ACCION, y que tiene como cualidades -

es~nciales el s er AUTONOMO en e l s entido de que no f orma parte de l a rela-

ción jurídica de orden privado que va a s er la materia del respectivo jui-

cia. 

El de ser además INDEPENDIENTE de esa r elación privada previa en 
, 

e l sentido de que aquel puede existir sin que ésta exist a; y por último e l 

de ser un derecho ABSTRACTO que corresponde a t odo ciudadano, con tal que 

pretende s er titular del derecho privado que s e va a debatir, aún cuando -
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en la realidad no sea titular de tal derecho. 

CAPITULO III 

Tendencias señaladas por EDUARDO J, COUTURE. 

Este magnífico autor agrupa las diversas corrientes de la doctrl 

na sobre la naturaleza jurídica de la acción en dos tendencias: a) las que 

la conciben como un derecho concreto a la tutela jurídica; y b) las que -­

la defienden como un derecho abstracto de obrar, La primera corriente no -

necesita mayor explicación y a ella corresponden por ejemplo, Muther, 

Wack, Chiovenda. En sintesis esta doctrina sostiene que la a cción sólo com 

pete a los que tiene razón. La acción: no es el derecho; pero ha hay ac--­

ción sin derecho, 

La segunda de las corrientes, a la que se adhieren la mayoría de 

los autores, aceptó el carácter público de la acción, sostenido por la doc 

trina del derecho concreto a la tutela jurídica, primer aspecto que contem 

pIó ésta, más en el segundo de ellos (carácter concreto de la acción), no 

tuvo su asentimiento. Los partidarios de considerar la acción como un dere 

cho abstracto de obrar, estimaban insuficiente l a primera postura, para e~ 

plicar por ejemplo, el caso de la acción infundada, que por tal razón no 

llega a prosperar, es decir. aquellos procesos en que el actor despliega -

toda su actividad hasta conseguir una sentencia, pero sin que halla propi~ 

mente un derecho que pueda hacerse valer, Pon eso afirman que el derecho -

de acción no es un derecho concreto tan sólo existente en la acción funda·­

da, sino genérico o abstracto, o sea correspondiente a cualquier acción, -

fundada e infundada, La acción infundada vendría a formar algo así como el 



-19-

derecho de los que no tienen raz 6n. _11 La acción --dice Couture- 11 configur.§: 

da como derecho abstracto, es pues en su forma más sutilmente procesal, -

un derecho a exponer nuestras razones, a que ellas s ean escuchadas y even 

tualmente a que sean acogidas." 

A esta corriente que parte del supuesto de que existe un derecho 

a actuar en juicio, aún cuando no s e tenga un derecho subjetivo válido, -

pertenecen por e j emplo, los autores Degenkolb y Rocco; y en general, So--

gún afirma Couture, l a mayoría de l os autores, aunque no haya propiamente 

unanimidad de pensamiento en cuanto a ciertas partiaularidades de este de 

recho. 

Como resultado del anterior agrupamiento, Couture, toma posición 

dentro de las del segundo grupo, considerando la acci6n como UN DERECHO -

o COMO UNA PRETENSION A LA JURISDICCION, y así dice: "Una t eoría que tra-

te de explicar la natura l eza jurídica de la acción (el que es acción) de-

be partir de la base necesaria de que cualquier súbdito tiene derecho a -

que el órgano jurisdiccional competente considere sus reclamaciones ex---

puestas de acuerdo con las formas dadas por la l ey procesal. Ese derecho 

es la porción mínima. indiscutible de t odo es e f enómeno: el derecho a l a '-

prestación do la jurisdicción." 

"El contenido de osa prestación, acogiendo o rechazando la deman-

da, declarando fundada o infundada la pretensión, no es tema del derecho 

procesal, sino del derecho material que se hace valer en el proceso. Quien 

quiera saber que es la acción, no podrá desatenderse del fenómeno que s e-

ría sorprendente de no sernos tan familiar, de que la acción funciona des 

de la demanda hasta la sentencia, en la ignorancia de la razón o sin ra--

t 

" 
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z6n del actor. Este resultado es connatural con el proceso mismo. La ac-­

ci6n, pues, vive y actúa con prescindencia de l derecho substancial que el 

actor quiere ver protegido. No ya la acci6n infundada, sino también hasta 

la acci6n temeraria . La del "improbus litigator ll merece la consideraci6n 

de la actividad jurisdiccional hasta su último instante ." 

y agrega "La acci6n pertene ce al litigante sincer o y al insince--­

ro; s610 que éste último no se sirve de la acci6n dentro de sus límites -

legítimos, sino fuera de ellos, en esfera l egítima; no usa de su derecho, 

sino que abusa de él, como lo ha tenido que reconocer ampliamente l a doc­

trina." 

Agrega Couture una tercera tendencia además de l as dos antes ex-­

puestas y es aquella corriente que configura la acci6n como un SIMPLE HE­

CHO (rectius: como un conjunto de hechos) sin que corresponda asignarle -

la categoría de derecho, y por último advierte una nueva orientaci6n doc­

trinal, la que sostiene que el concepto de acci6n no es absoluto sino r e­

lativo y dan a entender los que sostionen esta t esis que el concepto de -

acci6n corresponde a particulares -re laCiones ,sociales, culturales y aún -

políticas de quienes tratan de interpretarlo . 

DOCTRINA rE JAIME GUASP. Este autor después de examinar las dife­

rentes doctrinas, en una forma muy clara, intenta superar la elaboraci6n 

doctrinaria del concept o. So expresa así: IISi después de examinar cada - ­

una de las posiciones s eñaladas en relaci6n con el concepto de la acci6n 

quisieramos formular algunas indicaciones precisas sobre la significaci6n 

de estas direcciones fundamentales como base previa indispensable para -­

una construcción menos confusa de la noci6n que s e investiga, parece que 
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puede darse como como r esumen de l as diversas críticas parcia l es desarro·-

lIadas. una doble conclusión: en primer t érmino, l a de que no es aceptable 

la idea de la acción como un der echo concret o, puesto que el proceso S0 . . -

inicia l o mismo por quien ti ene un der echo que por quien no l o tiene , y, 

en s egundo lugar , que a l concebir l a acción como un der echo abstracto do- --

pende de una s erie de consideraciones extraproces a l es que sitúan el probl~ 

ma fuera de l ambito del mismo der echo proces a l . Al llegar a este punto, no 

es difícil adivinar ya l a s olución que par ece imponerse como más acertada ; 

s olución sencilla, per o hasta ahora oscurecida por una s erie constante de 

esfuerzos doctrinal es que empr endieron la vía, infructuosa para el der echo 

procesal, de analizar, no el acto de parte . en virtud de l cua l existe un -

proces o, sino e l der echo de cuyo e j ercicio constituye t a l acto una manifes 

taci6n: der echo pr cpr oc0sal ., .d::x;traproc6sal, que es , por su misma na tural e-

za, irre l evante para el mundo del proces o . Al procos o l o único que l e int~ 

r es a es e l acto a l que él está condicionado, no el poder de que t a l acto -

emana, poder cuya existenoia hay que decidirla con arregl o a criterios de 

der echo civil o de der echo político, s egún l a idea misma que de su concep-

t o s e t enga . Puesto que basta la existencia de un det erminado acto par a -_.-

que exista un proces o, bien r ealice t a l acto quien t enga der echo o quien -

no l o t enga, es evidente que l o inter es ant e par a e l proceso os el anál i s i s 

de dicho acto y no del presunto der echo que asista a su actor ; l o cual no 

equivale a negar que t a l der echo existe en r ealidad , sino a poner on duda 

que la det erminación de su naturaleza s ea un problema de índol e procesa l." 

y abordando e l problema ~onsiderándolo desde el punto de vista -

RIGUROSAMENTE PROCESAL, dice : "resulta neces ario abandonar a l a doctrina -
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del der echo civil o de l derecho pOlítico el problema de si exi s t e frente 

a un particular o fr ente a l Estado, un der echo sub jetivo a que l as r ecla­

maciones judiciales de uno s ean at endidas y contrar el t ema en el estudi o 

del acto que es el que el proces o ti ene r eal mente en cuenta, corresponda 

o no a un der echo de aquella clase. " El acto en cuestión podría r ecibir 

sin inc:mveniente el nombre t écnicJ de "acción!!, t erminol ogí a que devolve 

ría a esta última pa l abra e l significado literal que r ealmente l e corres ­

ponde; per o como este criterio podría inducir a confusi onas por ir en co,!! 

tra de una tradición s ecular, que s e ha esforzado en buscar en l a a cci ón , 

más que l a acción misma, el poder o der echo que l a justicia , es pref uri- ­

ble r espetar esta invet er ada significación y designar a aquel acto con 

otro nombre, siendo e l que más pr opiamente l e corresponde el de pr et en- - ­

si6n procesa l. La adopción de l a t ésis últimamente desarrollada lleva , - ­

pues, en definitiva a esta conclusión: el concepto de a cci ón debe s er e l a 

borado fuera dol ambito del der echo procesa l; su lugar en esta disciplina 

ha de ocuparlo e l concepto de pret ensión . 

"La pret ensión procesa l es una declaración de voluntad en l a que s ol1: 

cita una actuación de l ór gano jurisdiccional frente él. pers ona det er minada 

y distinta del autor do l a declaración.!! 

Al aludir a l os diversos el ementos integrantes de la definici ón -

que s e ha expuesto, d i ce : "El c o!'ttol1ic~G de la pret ensión , el quid pret en­

dido, es específicamente la práctica de un det erminado acto por el órgano 

de la jurisdicción; esto específico dentina t ario de l a pret ensión proce- ­

s al es l o que permite distinguir eficazmente l a pret ensión procesa l de l a 

pret enSión en sentido civil , l a cua l es la exigencia frente a cualquier a 
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otra persona de una acción o de una omisión. Lo pret endido del órgano ju­

risdiccional varía en cada ~aso según las posibilidades que el der echo ob 

jetivo .~ ofrezca en esta materia, y a t ener ue dichas posibilicades pueden 

s eñalarse diferentes clases de pretensiones que más tarde s e examinarán." 

Según l o exput:sto y en 01 desarrollo de su tesis, Guasp sostiene 

que la pretensión eS un acto y no un derecho, algo que s e heco pero que -

no se tiene, lo que no q)liere decir que tal acto no pueda conflgurarse CE 

mo la manifestación de un poder atribuido a una persona; pero este poder 

para Guasp, se desenvuelve en todo caso fuera del ámbito dol proc~so y es 

indiferente para éste. 

Doctrina de NICETO ALCALA ZAMOF~ y CASTILLO. 

Este autor advierto que a procesalistas de la talla de Goldsch 

midt y de Carnelutti, en cuyos libros alcanza gran relieve el concepto do 

carga, pasó inadvertido esto fundo.mental aspecto de la acción. P3.ra que "" 

el interés l esionado obtenga satisfacción es necesario acudir ante l os -­

Tribunales de Justicia doducien10 ante ollos la correspondiente prct en--­

si6n." El olvido que comentamos -diC'o-- sorprende tanto más, cuanto Que _. 

generalizado hoy día el concepto de carga dentro y aún fuera de los domi­

nios procesales, una de sus manifestacion~s más típicas está constituída, 

y así lo proclaman, entr~ otros, precisamente Goldschmidt y Carnelutti, -

por la de impugnación, que a fin de cuentaG deriva su energía y os r efle­

jo del ejercicio de la acción." 

En su trabaj o s e pregunta este autor sobre ¿Cuál es la catego-­

ría jurídioa a la que pertenece la acción: derecho o posibilidad? "Soste­

ner -dice- que la acción es un der echo, entendido éste s egún los cánones 
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del Derecho Privado clásico, se nos antoja inaceptable. Cuando a diario -

estamos viendo accionar ante l os tribunales a litigantes temerarios, de -

mala fé; con pret ens i on0s extinguidas , impulsadas por deseos do molestar 

o de venganza, o llevados por el prop6sito de r endir a un adversario de -

menor r esist encia econ6mica, r esulta an6malo hablar do que exista derecho 

a promover t a l es procesos, que sin embargo, no es posible cortar in limi­

ni litis y que con frecuencia llegan hasta l os supremos tribunales a l o -

largo de t oda la jerarquía. 

CAPITULO D1 

Alcance de estas t endencias y problemática de la Acci6n. 

Cada una de ostas corrientes de pensamiento, en las cua l es han 

trabajado infinidad de autor es, l a mayoría de ellos eminentes, corr espon­

den a particulares modalidades del derecho posi ti vo, a la formación inte·­

l ectual de cada Escue l a y a sus r espectivas tradiciones históricas. Como 

dice Couture "cada estudi oso tiene el deber do aportar, a l vasto ompoño -

común, su particular observaci6n . De la suma de ellas se hace la grandeza 

de la ciencia. Más que l a verdad, o tanto como ol l a, importan los esfuer­

zos hechos para alcanzarla, en una rama de la cultura en l a cual es muy di 

fícil adquirir l a certeza de haber llegado a la verdad." 

Actualmente t odos los concept os sobro l a acción que hoy día atra 

en a t odos los autores, llevan consigo una serie de problemas, a los que 

es preciSO aludir, si no para darles solución al menos par a dejarlos pla~ 

teados. Habría que mencionar por e j empl o, los r e lativos a l a Acci6n y de­

recho de Petici6n; a la identidad del derecho subjetivo y l a Acci6n, esta 
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blecer en su caso sus diferencias y puntos de contacto; a la Acc ión y la 

Excepción; a la influencia de la acción s obre el der echo materia l y part! 

cularmente en la s entencia; a l a clasificación de las Acciones, s obre t oo. 

do a este punto porque a l r egulars e procesivamente en l os Códi gos, apare~ 

t emonte s ~ rompe l a unidad del concept o que se ha expuesto; y a los llama 

dos elementos de la Acción. Asimismo se deberían consider ars e otros aspe~ 

t os a que inevitablemente conduc e el t ema de la Acción Proces al, por e j e!!! 

plo: Acción y Prescripción; identidad de las acciones , extinción de la Ac 

ción, etc . En este Capítulo analizaré brevemente a l gunos de esos aspectos. 

Acción y Derecho de Petición . 

En las Cons tituciones Políticas de l os Estados s e consagra el -

Derecho de Petición. En nuestra Carta Magna, el Art. 162 del Título X co­

rrespondiente al Régimen de Der echos Individua l es, establece : "Toda pers a 

na tiene der echo a dirigir sus peticiones por escrito, de maner a decor osa, 

a las autoridades l egalmente establecidas; a que s e l e r esuelvan, y a que 

Se le haga saber l o r esuelto ." 

La existencia de un precepto de t a l naturaleza, hace surgir l a 

duda sobre que si el debatido conc epto de l a acción llega o no a identifi 

carse s obr e el aludido der echo constitucional . 

Este t ema, magníficamente tratado por Eduardo J . Cout ure, en su 

obra Estudios de Derecho Procesal Civil (Tomo I - "La Constitución y el -

Proceso Civil lt
) mer ece consideración. Couture en un principio, en otra de 

sus obras, establece las particularidades que s on propias a l a acción, p~ 

ra s eñalar la diferencia conceptual con el der echo de Petición; poro en -

sus trabajos mas r ecientes rectifica l o Expuesto en sus "Fundamentos de -
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Derecho Procesal Civil" . As í considera que l a acción constituye una f orma 

típica de l Der echo de Petición; el derecho de petición es e l géner o y l a 

Acción es l a especie\ ,El der echo de petici ón y l a acción funci onan de l a 

misma maner a; en ambos cas os no s e pregunta por anticipado e l actor si 

tiene r azón o no par a poner en movimiento l a juri sdicción , porque siempre 

tiene un der echo para dirigirse a l a autoridad 

Mas no obstante l a r ectificación hecha por t an notable proccs a--

lista, sí me parece oportuno seña l ar cua l es son l as ~articularidades del 

concepto de la acción . Por medi o de l a acción s e pr ovoca la actividad ju-

risdiccional del Estado, a través de sus órganos previamente establecidos 

para el ef ecto .-Organismo Judicial-, en cambio e l der echo de petición es -

genériC O y no está instituido en atención a singular es órganos del Es tado. 

Asimismo, l a acción está vinculada a l proces o y no puede s eparars e de é l , 

ni de l as Instituciones que l e s on propias , por e j emplo, l os presupuestos 
, 

procesa l es. La petición hecha a cualquier a autoridad , s e des envuelve en--

tre el súbdito y el ór gano estatal , mientras que el e j ercicio de l a acción 

tieno otro participante : el demandado, aunque el destinatario de la acción 

s ea el Estado. El problema del mét odo os indispensable al e j ercic io de l a 

acción , ya que por el contradictorio, se ponen fr ente ~ frente l os inter~ 

. 
s es opuestos, para que l os órganos jurisdiccional es puedan r es olver « 

En este punto y para l os cas os en que s e e j ercite l a acción in-

fundadamente, desde luego, el ordenamiento jurídico, no puede permanecer 

pasivo o a j eno a las cons ecuencias provocadas por t a l e j ercicio. Y si bien 

es cierto que aún en estos cas os no puede desconocerse e l der echo a e j ercl 

t ar la acción, si r egula o debe r egular la cons ecuente r esponsabilidad. - -
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Por eso precisamente existe una responsabilidad procesal propiamente di­

cha, que es la condena a l pago de l os gastos del juicio. Una responsabili 

dad civil , que va más allá de la anterior, para e l litigante malicios o o 

temerario (daños y perjuicios). Una r esponsabilidad por el litigio fraud~ 

l ento o penal, cuando se l esiona o difama la dignidad del demandado. Y -­

una responsabilidad administrativa, para l os profesionales que actúan en 

el litigio. 

Acción y Derecho. (Subj etivo o material). 

La acción procesal en e l sentido que s e ha dejado expuesto, la -

tiene cualquier persona y es una facultad (derecho subj etivo público, se­

gún la doctrina más arraigada) que l e corresponde para provocar la inter­

vención del Estado a través de sus órganos jurisdiccionales, para que se 

pronuncie sobre una situación controvertida y se llegue finalmente a tut~ 

lar determinada pretenSión material. Naturalmente que puede s er infundada 

la acción, por no t eners e norma jurídica en que apoyar la pretensión, en 

una palabra por carecer de derecho, y en este supuesto la acción no puede 

prosperar, pero en t odo caso la acción s e habrá ejercitado y la actividad 

jurisdiccional se habrá puesto en movimiento. Entendido est o es obvio que 

la acción es independiente del derecho, pero no ha sido entendido así 

Siempre pues como se ha dicho en un principio el derecho y la acción s e -

presentan en una uni ón no Siempre fácil de s eparar. La misma formación -­

histórica del derecho romano ofrec e un claro ejemplo de un sistema jurídi 

co sin derecho subjetivo . El derecho no existe, sólo existe la acción. Es 

t e criterio prevaleció durante largas etapas. la actio fué considerada el 
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derecho mismo, per o hoy día el derecho comunista y e l derecho naci onal s~ 

cialista afirma Couture "volvieron hacia la idea de una justicia dictada 

en consideración a exigencias políticas de oportunidad; La Kampf vieder -

auf das subjektive Recht no es sino la justificación de un derecho' caso -

por caso , en el cual no existe propiamente derecho has·ta e l momento en -­

que la acción es judicialmente a coe;ida . " 

Hoy día ha evolucionado el concepto do la antigua actio r omana, 

Caravantos, tras de recoger la opini ón de Blondeau, agrega: ya se conside 

ra la acción como un medi o de r eclamar on juicio un derecho de pedir en ju~ 

ticia, es siempre distinta de l derecho de que proviene Y de la demanda j~ 

dicial por la que éste s e pono en e j orcicio. Fábrega se contenta con afir 

mar que "la acción es el derecho de hacer efectivo otro derecho" y "que -

os materia que pertenece por igual al Derecho Civil y al Derecho Procesal, 

siendo la acción e lemento esencialisimo del juicio, que determina muchas 

veces la compet encia", La opinión de t odos l os tratadistas de derecho pro 

cesal es cas i unánime a la fecha, de que la acción es indenpendiente del 

derecho y de él s e diferencia: por su ORIGEN, porque l os derechos tienen 

su nacimiento en multitud de instituciones jurídicas: contratos, cuasi -­

contratos, delitos, cuasi delitos, etc . mientras que la acción por l o ge­

neral, nace de un conflicto entre dos personas sobre la existencia, ine-­

xistencia, interpretación de un der echo o sobre cualquiera situación que 

s e controvierta, l o que no quiere decir que a veces, no s e persiga la sim 

ple declaración de una pretensión.- POR SUS CONDICIONES DE EJERCICIO: pOE 

~ue la acción supone movimi ento, actividad, que se realiza por medio del 

proceso, e l cual está sujeto a normas y f ormalidades propias, mientras --
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tablecer o amparar mediante el e j ercicio de l a acción; además se puede -­

s er capaz para adquirir der echos (capa cidad de goce), per o incapaz par a -

def enderlo judicia lmente , mediante el e j ercicio de l a acción, POR SU OBJE 

TO: por el ejercici o de l a acción s e persigue la obtención de una s enten­

cia (res olución judicia l), que es l a qUe en definitiva va o. pr onunciar el 

órgano jurisdiccional, s obre l a situación que s e juzga ; en cambio la pro­

tensión que s e quier e hacer va l er o que s e des ea se r econozco. o establcz-­

ca está f undo.mentada on una norma jurídica , que es procisamente l a que da 

el dor echo; y es osa norma jurídica la que va a aplicar el órgano juris--­

diccional a l caso concret o, Por sus EFECTOS: por que la a cción de l ograr 

su objeto- la s entencia o res olución judicial- lleva a uno de sus últi-­

mas grados la individualización de la norma jurídica que concede e l der e 

cho, y en este s entido puede r econocorlo o bien negarlo . 

Jaime Guasp, como l a generalidad de l os autores, difer encian -

l a acción de l der echo material , Guasp s ostieno que s e diferencian en 

cuanto a l os suj et os , en cuanto a l contenido y en cuanto a l os efectos. ­

En l o que s e r efi er e a l os suj et os porque aunque a l e j ercitar l a a cción 

s e det ermine un sujet o pasivo, siempre va dirigida hacia el Estado , En 

e l contenido, porque el de l derecho es una prestación o conducta de ti­

po privado; el do la acción la r ealización de un acto proces a l. Y por _. 

l os ef ectos, por que en l o que r especta a la" acción, supues~a su funda­

mentación,satisface Si empre al titula r de l der e cho, puesto que su peti­

ción dirigida a obtener det orminado acto de l ór gano jurisdicc ~"onal ; os 

siempre actuada; en cambi o e l derecho puede serlo ° no, puesto que exige 
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el cumplimiento por parte del obligado. 

Fero si fundamentalmente son autónomos acción y derecho no qui~ 

re esto decir que no s e impliquen o complementen generalmente ; ordinaria­

mente no s e hace necesario el ej ercicio de la acción, por que e l sistema 

jurídico está instituido para l ograr una mayor certeza y s eguridad en las 

relaciones humanas y l o común y corriente s erá que l os hombres adecúen su 

compcrtamicnto a las normas jurídicas establecidas y s e allanan a su cum­

plimiento. Así quienes celebran un contrato, por ej empl o s e supone que -

es para cumplirlo y no para violarlo, y en l os cas os en que no s ~ produce 

e l cumplimiento voluntario puede e j ercitarse el der echo de acci ón . Aquí -

las nociones de derecho y acción corren aparejadas y l a una es cons ecuen­

cia de la otra, l o que dosde t odo punto de vista es racional, porque no -

se va a pensar que s e e j ercita la acción s ol o por el gusto de e j ercerla. 

Más, no obstante esto , como ya s e dij o anteri ormente el heche de que l a -

acci6n no prospere por s er infundada, no l e quita su carácter de acción, 

porque en todo caso se r equirió la intervención de l Es.tado y s e obtuvo un 

pronunciamiento del órgano jurisdiccional. Las teorías que llegar on a s o~ 

t ener la identificación de la acción con el der echo subjetivo, están ac- ­

tualmente superadas, así una primera qui ebra de l as mismas apar ece cuando 

s e analizan los derechos sin acción, por ej emplo las obligaciones natura­

l es. "La obligacióh natural -dice Couture- está incorporada al patrimonio 

dol acreedor, a tal punto, que , cumplida no da der echo de repetición; pe­

ro la deuda prescrita o la deuda de juego no están investidas de un atri­

buto eficiente como para poder ser reconocidas en justicia . Aparece aquí, 

ya, desde el punto de vtsta lógico, una primera qui ebra del sistema . Hay 
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necesidad de dar explicación de esa circunstancia de la existencia de de­

r echos que care cen dE:; eficacia cuando s e va a ventilar ante: los Tribuna--· 

l es . 

Tampoco estas t eorías explican de manera satisfactoria e l fenóm~ 

no de l a acción infundada. Por es o dice Couture "Cuando el actor promueve 

su acción y la conduce hasta la sentencia definitiva, la que en última _.­

Instancia desecha su pret ensión , s e produce un hecho extraño de imposible 

justificación dentro de l orden de ideas que se vienen comentando . Si 01 -

actor no tiene der echo y su pretensión es r echazada ¿Cuál es la razón ju­

rídica de es e proces o conducido hasta su fin?-" 

No explican también el caso de l a a cción agotada y del der echo .. 

insatisfecho. Cuando finalizamos l os trámites del juicio no s e puede ha- ­

cer ,fectivo el derecho, por insolvencia del deudor, no obstante la res o­

lución favorable ; es decir que aún agotada la acción, el derecho no llena 

sus fines mediatos propuestos . -

Acción y exccpción.- La Excepción como variedad del derecho de 

acción adelantando conc eptos s obre l a excepción diremos que el derecho de 

excepción , de contradicción o defensa es otro derecho subj etivo público que 

tiene 01 que es demandado en un juicio, para exi gir del Estado el desarro 

110 de l a función jurisdiccional en el caso a que dicho juicio s e refier e 

c on el fin de satisfacer l os inter es es concretos del propio demandado, -­

que pretende están amparados por el Derecho objetivo; de esta noción se -

deduce que e l derecho de excepción o contradicción, tiene i déntica natura 

leza jurídica que el de acción, pudiendo decirse por ello que es una va·-­

riedad de es e derecho, y por consiguiente que es la acción el único dere-

" 

... 
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cho subjetivo procesal. 

En efecto, tanto el derecho de acción como el de excepción ti ene 

idéntica finalidad inmediata, cual es 01 desarrollo por e l Estado de la 

función jurisdiccional r e lativamente a un caso concreto; y s olamente di­

fieren, o mejor dicho s e oponen, en cuanto a qua persiguen como finali-­

dad última, y mediante la función jurisdiccional que constituye un obje­

to común de ambas, ,la satisfacción de intereses opuestos. 

Al definir l a Ley la excepción en el Art. 128 Pro como la contra 

dicción por la cual el reo prooura diferir o extinguir en t odo o parte -

la acción intentada, incurre en un error de orden doctrinario, que nace 

del oonoepto eQuivocado de que la acción es parte integrante dol derecho 

privado que se va a debatir en el juicio respectivo. En efecto: la exceQ 

ción no tiende a extinguir la acción porque el ob j etivo inmediato de és­

ta es el desarrollo de la función jurisdiccional, que es también el obj~ 

tivo inmediato de a~uella. El r eo, al ejercitar el derecho de excepción, 

no tiende a frustrar o paralizar la controversia o juicio, sino al contra 

rio, a que éste se desarrolle; pero s{,tiende a contrarrestar o frustrar 

por medi o del juicio, l os objetivos final es do l a acción, esto es, la s~ 

tisfacción de l os intereses concretos de que el demandante pretende s er 

titular. 

Como una curiosidad debe observarse que aquella forma de exceQ 

oión que según la l ey tiende a sólo diferir la acción intentada, o sea -

la excepción dilatoria (Art. 129 Pr.) es la única que en r ealidad tiende 

a extinguirla, porque al ir encaminada a suspender o paralizar el curso 

del litigio, se endereza a impedir el dosarrollo de la función jurisdic--
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ción, y en tal virtud; ambas partes y no una s ol a tienen el carácter de 

accionantes, sin más diferencia, fuera del contenido de sus respectivas 

pretensiones, atacante una y defensiva otra, que la prioridad cronológi­

ca en cuanto al ejercicio de la acción. En esta actitud difier e Alcalá -­

Zamora y Castillo del procesalista uruguayo Couture, para quien la figu­

ra paralela y opuesta la acción es la excepción.-

Las actitudes del demandado, pueden ser de reacción y do inac­

ción. El contenido de la r eacción, entendiéndose por ésta la ré~lica a -

la acción, no os uniforme: puede consistir, en la resistencia, en 01 

allanamiento (en que hay reacción no contraprcntensión); puede consistir 

también en la simple defensa negativa, c on la esperanza puesta en e l fra 

caso probatorio de la parte contraria (actoro non probante, reus abs olvi 

tur); y por último en el empleo de excepciones, término éste casi tan in 

fortunado como el de acción, comenzando porque excepción es, en su signi 

ficado más extendido, lo contrario de r egla y l o normal, una vez promovi 

do el proceso, es que el demandado excepcione, con fundamento o c on t emeri 

dad, porque el carácter abstracto de la Institución y la falta frecuente 

de medidas para cortar su empleo abusivo, impiden su canalizaci ón adecua 

da.-

Luego t enemos ~uc a la acción s e opone la inacoión. Esto s e ve 

rá claro en l os siguientes casos: inacción absoluta del demandado, es de 

cir sin su intervención en e l proceso, s e dará entonces el cas o de contu 

macia o rebeldía. Inacción t otal de ambas partes: s e dará un caso de ca­

ducidad en la Instancia . Inacción abs oluta del demandado pero c on su in­

t ervención posterior despuós de haber r ehuído el proceso, se dará un ca-



-35-

so mixto, en que s e combinan r eacción e inacción. 

~ Por nuestra parte, on este momento nos basta decir que según s e 

han entendido las excepciones en general, podrán ser unas de f ondo, lla­

mad~s substanciales ( p~rentoriaG) y otras denominadas procesales que s e 

refieren únicamente a las circunstancias que impiden la normal constitu­

ci6n de la relación procesal (dilatorias).- Al menos esta ha sido l a cla 

sificación más común, pero otros autores, por ejemplo Couturc , además de 

las anteriores, admite una t ercera categoría, l as excepciones mixtas lla 

madas también excepciones perentorias deducidas en f orma de artículo pr~ 

vio, o s ean aquellas que funcionando procesalluEmte como dilatorias prov9 

can, en caso de ser acogidas, l os ef ectos de las ··perentorias. 

Como todo derecho nace , se transforma o se extingue como conse­

cuencia de un hecho, s e dice que los hochos son constitutivos, cuando -­

dan origen a una relación jurídica, por e jemplo un contrato j impeditivos, 

cuando ponen un obstáculo a la f ormación de esa relación jurídica, por -

ejemplo por la incapacidadj y extintivos cuando ponen fin a la relación 

jurídica, por e j emplo con e l pago. Esto es det erminante para los efectos 

de la acci6n en la s entencia: así s egún l o probado por las partes con -­

r especto al hecho constitutivo, servirá de base a l Juez, para declarar -

la existencia o inexistencia de tal hecho, por o puede la parte demandada 

reconocer la existencia o inexistencia de aquel he cho impeditivo o extin 

tivo, y ententivo, y entonces estará haciendo valer una excepción. 

Podemos decir además que la excepción es un der echo comple jo -

primeramente porque tal der.echo no s e agota en una s ola facultad, sino -
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en un conjunto de actos que se suceden desde la citación hasta la sentcn--

cia y en segundo lugar porque rige el sistema del doble grado (primera y -

segunda Instancia), en virtud del cual, estimando e l derecho que un juicio 

único no ofrece suficientes garantías de justicia, quiero que el examen y 

la decisión de una controversia no se t erminen de una s ola voz, sino que -

haya la posibilidad de dos instancias, aparte del juicio de casación que -

f orma como un t ercer grado. 

El derecho de obrar que compet e al demandado no es, por lo tan--

t o, substancialmente diversa de la pretensi6n análoga del actor frente a -

l os órganos jurisdiccionales. 

INFLUENCIA DEL EJERCICIO DE LA ACCION SOBRE EL DERECHO Y 
PARTICULARMENTE EN LA SENTENCIA. 

Como mediante e l ejercicio de la acci6n, se pretende hacer valer 

nuestros derechos generalmente, sus efectos s on ilimitados en l o que s e re 

fiere a la influencia en el derecho y así habría que buscarlos en las dif~ 

rentes instituciones jurídicas admitidas en e l Derecho Substantivo . Por --

ejemplo, en cuanto a la prescripci6n, interrumpe su curso y en este senti-

do conserva el derecho . En cuanto a las obligaciones alternativas, cuya --

elección corresponda al acreedor, individualiza la cosa debida y en este -

aspecto modifica e l derecho. Hace incesiblc el derecho: por ejemplo, con .-

la prohibición que tienen los jueces para adquirir las cosas que ante , ---

ellos s e discuten. Y extingue el derecho, ya que una voz dictada la s entan 

cia, para el caso de que sea absolutoria y esté firme, no es posible, en .. 

virtud de l a cosa juzgada que e l actor haga valer el mismo derecho contra 

el demandado; y si es oondenatoria, el obligado l o estará según l os térmi-
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nos de ln s entencia y no de la pret ens ión de l actor . 

Ahora bien, no podemos desvinculnr l os ef ectos de l a acción s o- ­

bre el der echo, de l os que aquella t enga s obre l a s entencia, porque os en 

virtud de ella que ésta se dicta , ya que constituye su ob jet o . 

Este problema no ha sido visto con claridad , porque debido a que 

s e identific6 el der echo con la acci6n , habitualmente s e confundía l a ac­

ci6n con la demanda, siendo que constituyen conceptos enteramente distin­

t os. La demanda -como dice Alsina- es, ef ectivamente , l a f orma corriente 

y hasta la más visible del e j ercicio de l a acci6n, de donde r esulta que, 

en la práctica se llega hasta prescindir menci onarla, y así, generalmente 

en la parte dispositiva de las s entencias, e l Juez expresa que admite o -

r e chaza l a demanda. Per o la demanda requier e r equisitos meramente f orma -·­

l es ; en cambio para que prosper o la acción s e necesitan ciertos el ementos 

de f ondo. Por demanda -dice Alsina - s e entiende t oda petici6n f ormulada -

por las partos a l Juoz en cuanto traduce una expresión de voluntad encami 

nada n obtener l a s atisfacci6n de un interés . El mismo autor expresa que 

dentro de l concepto procesal estricto, l a palabra demanda, se r es erva pa ­

ra designar con e lla e l acto inicial de l a r elaci6n procesal, ya s e trate 

de un juicio ordinari o o de un juicio especial, es decir l a primer a peti­

ción de l actor . Puede definírs el e entonces como el acto procesa l por el -

cual el actor ejercita una acci6n s olicitando del Tribunal la prot ecci6n, 

la declaraci6n o l a constituci6n de una r e l ación jurídica. 

Por eso al l ograr su objet o l a ncci ón -dictación del f a llo- s e 

determinará la eficacia o ineficacia de l a acción, en cualqui'er f orma que 

SQ resuelva la demanda . Lo mismo ocurre cuando hay reconvenci6n, porque -
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en la contrademanda , también s e ejercita l a acción, t oda vez que s e r cqui 

re el órgano jurisdiccional para que so pronuncie sobre un asunto contro­

vertido o s obre una situación jurídica. 

En el concepto clásico s e decían que eran cuatro l os e l ementos -

de la acción: der echo, interés, calidad y capacidad. Se critica esta divl 

sión porque se dice que la capacidad no es un elemento de la acción sino 

condici6n para su e j ercicio, Por ejemplo cuando una persona s e pres enta -

ante el Juez en r epresentaci6n de otra demandando a X, l o primero que ti~ 

ne que ver e l Juez es si aquel que s e presenta en tal carácter tiene cap~ 

cidad para e jercer la procuraduría. No es pues un carácter sino una condi 

ción esencial. La capacidad es uno de l os presupuestos del juez. Los pre­

supuestos procesales son s egún Piero Calamandrei: aquellas condiciones -­

que deben existir a fin de que pueda t enerse un pronunciamiento cualquie­

ra, favor able o desfavorable s obre la demanda, est o es , a fin de que se -

concrete el poder-deber del juez de proveer s obre e l mórito, asi: mientras 

l os requisitos de la acción hacen r efer encia a la r e lación sustancial que 

preexiste al proceso, l os presupuestos procesales s on requisitos atinen-­

tes a la conGtitución y al desarrollo de la r e lación procesal, indepen--­

dientemente del fundamento sustancia l de la demanda por l o que l a oapaci­

dad c omo elemento de l a acción no puede admitirse ya que como ve~os ésta 

no es más que una condición requerida en e l sujet o para el ejercici o de -

la acción, ya que si f a lta esta no s e puede constituir la r elación proce­

sal. 

En relaci ón a l primer elemento de l a acción o sea e l derecho ya 

expresamos anteriormente cual es la conexidad que existe entre Der echo y 
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Acción; y desde luego, no negrunos la función do apreciación que tiene el 

juez al dictar sentencia, ya que forzosamente ti ene que pronunciarse sobre 

la presencia o ausencia del derecho, porque consecuentemente tiene que de­

clarar la eficacia o ineficacia de la acción; pero el ob jeto de ésta -la -

resoluci6n judicial- ya está lograda . 

En cuanto al segundo elemento o sea el interés, se dice que no -

hay acci6n sin interés; el interés es la medida de las acciones y s e en--­

tiende que nadie tiene derecho de promover cuestiones puramente especulatl 

vas, ni de ocupar el tiempo de los Tribunales en asuntos supérfluos, y, --­

además, se sostiene que este interés debe ser inmediato existente y actual. 

Creemos que efectivamente es otro factor que el Juez debe tener en cuenta, 

en sentencia, para estimar fundada o infundada la acción. En el proceso de 

declaración el INTERES que constituye el contenido del derecho de acci6n, 

consiste en obtener del Estado la declaración de lo que es derecho en el -

oaso concreto y no la declaraci6n del derecho de un modo mas bien que de -

otro. En la cadena de los fines perseguidos por el actor, el de obtener -­

una sentenoia favorable es el fin remoto que e l derecho no toma en conside 

raoión de modo alguno; pero el fin próximo, o sea el interés que únicamen­

te el derecho protege, es el de obtener una sentencia, es decir, la decla­

raci6n de una relación incierta. 

Solo de este modo se explica que el derecho de acción puede 00-­

rresponder también al que no tiene el derecho material, y s610 así puede 

darse al proceso una base aut6noma, independiente del derecho privado . La 

íntima raz6n de esta autohomía estriba precisamente en la naturaleza se-­

cundaria y abstracta del interés que forma el contepido substancial del -
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derecho de acción. 

En realidad con respecto a los elementos de la acción señalados 

por la Escuela Clásica, se ha incurrido en un error de apreciación porque 

se han identificado las condiciones para el ejercicio do la acción, con _. 

las necesarias para obtener una sentencia favorable. Vease como s e expre­

sa Alsina en este punto:" La ausencia de alguna de las condiciones que ll§: 

maremos de fondo, doterminará el rechazo de la demanda en la sentencia; -

pero entro tanto, la acción se habría ejercitado y producido sus efectos 

dentro del proceso, En consecuencia, si ello es así, y dado que la capac1 

dad tampoco es un e lemento de la acción, sino un presupuesto procesal --­

¿Que condiciones se exigirá para iniciar la acción? Desde luego, una pre­

tensión jurídica, que podrá resultar infundada, pero que el Juez no puede 

dejar de considerarla; basta la invocación de un derecho y el requerimieE 

to de su protección para que se ponga en movimiento la actividad jurisdiE 

cional. En segundo lugar~ el cumplimiento de las formalidades exigidas -­

por la ley, y cuya emisión autoriza la negativa del Tribunal a dar curso 

a la demanda. Llenadas ambas condiciones, solamente la sentencia puede aE 

mitir o rechazar definitivamente la acción". Pero este rechazo o admisión 

de la acción de que habla Alsina, so traduce en la eficacia o ineficacia 

de la acción, según que esté o no fundada. 

Ahora nótese como los llamados elementos de la acción por la E~ 

cuela Clásica, estaban vinculados a la estructura de la acción. Pero en -

el concepto que le da autonomía a la acción, estos elementos, así denomi­

nados, y que son aceptables -derecho, calidad e interés-, se presentan ya 

no como elementos integrantes de la acción, sino como factores determinan 
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tes de su eficacia y, por consiguiente, de la sentencia o resolución jud1 

cial, que constituyo el objeto de la acción. Ya en este estado de la ar~ 

montación nos estamos moviendo dentro do la actividad del órgano jurisdi~ 

cional; dentro de la función que le compote a {sto; dontro de la obliga-­

ción que tiene el Estado como destinatario de la acción, de poner en mov! 

miento a sus respectivos órganos. Es la máxima función de individualiza-­

ción de la norma jurídica que correspondo al Juoz. Así en cuanto al DERE­

~O le toca determinar en la sentencia si la situación concreta planteada 

en la demanda está amparada en una norma legal, ya sea en forma expresa o 

implícita; si encaja dentro de esa norma y el hecho alegado está suficieg 

temente probado. El juez resuelve de conformidad con lo pedido en la de-­

manda y aunque el hecho está contemplado en la norma legal, no l o acepta 

si tiene un objeto ilícito o contrario a las buenas costumbres. Asimismo 

en cuanto a LA CALIDAD DE OBRAR en juicio debe estar plenamente legitima­

do; para tener esa calidad se debe ser el verdadero titular de la preten­

sión jurídica; y la demostración de esa calidad (legitimatio ad causam) -

que puede ser activa y pasiva, según que se refiera al actor o al demanda 

do, tiene consecuencias también en cuanto a quien debe probarla. Pero - --­

aquí lo que nos interesa apuntar es que el juez, en t odo caso, toma en -­

cuenta la legitimación de la calidad de obrar al dictar su sentencia. De 

paso señalamos que la noción anterior, es diferente de la capacidad proc~ 

sal (legitimatio ad precesum), que se refiere a los casos en que falta c~ 

pacidad civil, por ejemplo: menores de edad) aunque se tenga calidad. Sur 

ge la cuestión si la legitimatio ad causam es condición de la acción, co­

mo afirma la doctrina más autorizada o si es algo diverso, un tertium ge-
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nus . La cuestión s e r esuelve en funci ón del concepto d01 derecho de acción . 

Tal como hemos considerado el der echo de acción, no r epugna colocar la l e­

gitimación para obrar entre las condiciones de la acción, r efiri éndonos em 

per o a un concepto eminentemente publicista de la acción. La l egitimatio ad 

causam es un estado en que llega a encontrars e una persona o una categoría 

de personas. Podemos decir que el criterio básico para det erminar la legi­

timación para obrar está constituido por la titularidad efectiva o s olamen 

te afirmada de l a r el ación o de l estado jurídico . 

La titularidad de la relación puede s er activa o pasiva y de --­

allí que exista la l egitimación activa y la l egitimación pasiva, también -

la titularidad puede simplemente ser afirmada . La titularidad ef ectiva -ac 

tiva y pasiva- no puede establecerse apriori, sino que habrán de declarar­

la l os órganos jurisdiccionales . 

Couture al hablar de la l egitimación par obrar la llama también 

cualidad o investidura para obrar o para contradecir y dice que a fin de -

que e l juez provea en s entido fav orable al s olicitante , no basta que la d~ 

manda le sea propuesta por una persona cualquiera , sino que es necesario -­

que l e s ea presentada precisamente por aquella persona que la l ey conside­

ra c omo particularmente idónea para estimular en aquel caso concret o la - ­

función jurisdiccional. 

En cuanto al INTERES, también l o tiene en cuenta e l juez al r e-·­

solver aún cuando no aparezca de inmediato , por e j emplo en las llamadas ac 

ciones precautorias, per o por l o general s e r equier e que sea actual e inme 

diato. 

Ya dentro de este orden de ideas, es os llamados elementos de l a -
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acción serán tres: $ujetos, objeto y causa. 

Recordem :Js el problema siempre discutido en l a doctrina de quien 

es e l dostinatario de la acción, Q bien, contra quien s e dirige la acción. 

Si entendemos que l o es l a per sona del demandado, l a acción se -

dirige contra ést e; si ent endemos que la acción se dirige contra el Estado 

quien es titular de una obligación que hace efectiva por medi o de sus órg~ 

nos jurisdiccionales, será éste el destinatario de la acción. En la gener~ 

lidad de l os casos, se dan dos relaciones, una que cae dentro del ámbito -

del derecho privado, ajena a t odo contenido procesal, r e lación de carácter 

sustancial, en la que se perfilan el sujeto activo titular del derecho y -

el sujeto pasivo titular de la obligación; y la otra de carácter procesal. 

En ésta no desaparece aquella relación substancial, pero l os su­

j et os que en ella intervienen -activo y pasivo- figurarán con los nombres­

de actor y demandado, siendo a la vez sujetos activos de la acción en su -

función procesal, por cuanto que ambos pretenden obt ener la declaración -­

del órgano jurisdiccional, que en este caso es el sujeto pasivo . Por eso -

sostenemos que el destinatario de la acción procesal l o es el Estado, para 

que ejercite la función jurisdiccional por medio de sus órganos correspon­

dientes.-

Niceto Alcalá Zamora y Castillo, cuando alude a l llamado pr oble­

ma de las preposiciones, que se trae a c olaci6n al trat ar do quien s ea el 

destinatario de la acción y que versa sobre cual es la más acertada en su 

empIco (contra, frente, ante o hacia), s ostiene que debe emplearse IIhacia" 

y fundamenta su razonamiento así: "Para nos otros que postulamos una coneeE 

c'ión dinámica de la acción, ésta avanza desde su nacimiento hasta su meta, 
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y , por tanto .6s l a pr eposición hacia la que s e adapta con fidelidad a su 

trayectoria; cuando un vehículo marcha, por ejemplo, desde Buenos Aires a 

Rosario, l o correcto no es afirmar que se dirige contra o frente a l a ciu 

dad santaf ecina, sino a o hacia ella". Está de a cuer do este autor , en -­

que el destinatario de l a acción es e l Estado , per o difier e de l par ecer -

de Alsina, en cuanto a que e l proces o d6t ermina una obligación concret a -

del Estado respecto de l as partes de un det erminado litigio; l as obliga-­

ciones, s ostiene Zamor a y Castillo s erían dos: una de índol e or gánica y -

administrativa, de l o l os jueces a la prestación de sus s ervioios a l Es t a 

do que l os ha designado y en cuyo nombre actúa, y otra emanada de l a ante 

rior hacia l os justiciables, t érmino éste que s e ext i ende a cuantas pers~ 

nas naturales o jurídicas , gocen pot enCialmente en un Estado de la posib~ 

lidad de demandar justicia como cons ecuencia de hallarse , en general pro­

hibida l a autodef ensa y correlativamente asumido por aquel e l e j ercicio -

de la función jurisdicente .-

Unicamente -dice el autor- en e l cas o de proces os ante jueces -

privados , podrá hablars e de obligación suya r especto de las partes, no en 

l o qUe se r efi er e al contenido de l laudo , que debe s er f orzosamente impaE 

cial , sino en l o que s e r efi er e a l a prestación de su s ervicio, per o es -

que entonces, el órgano jurisdiccional, consentido por el Estado , es obj~ 

to de nombramiento por l os litigantes . 

Lo cierto es que la det erminaci ón de l os sujet os de la acción, 

está vinculada a su naturaleza autónoma y a l hecho de considerarla como -­

de carácter pÚblico. 

Aludamos al ob j et o. Para l a Escuela Clásica la acción no podía te 
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ncr otro obj eto que el cumplimiento de una obligación: d0 dar, hacer o no 

hacer, Per o según el concepto que l e da autonomía a l a acción, su obj et o, 

es la obtenci6n de la r es olución jurisdiccional. La doctrina moderna sin 

desconocer que ese es su ef ecto inrnediato- a lude a l os s eña l ados por l a -

Escuela Clásica- demuestra que l o que e l autor busca , en realidad, es una 

s entencia que declare si su pretensi6n es o no fundada . En e l primer caso 

contará, si fuer o necesario, con e l auxilio de la fuerza del Estado para 

e l r eintegr o de su patrimonio; en e l s ogundo, deberá guardar perpetuo si­

l encio . En ambos casos el Estado, mediante la Instituci6n de l a cosa juz­

gada que nace do la s entencia habrá satisfecho e l interés público r esta-­

bleciendo el orden jurídico y habrá satisfecho e l interés privado hacien­

do actuar la l ey en favor de alguna de las partes; es decir que , en defi­

nitiva, la acción habrá desempeñado su función s ocial. Por es o el juez, -

cuando administra justicia en nombre de l Estado, tiene en vista, desde - ­

luego, e l interés particular; pero, s obre t odo, debe preocuparle e l inte­

rós de la sociedad, La s entencia no s ól o tiene ef ecto decisivo r especto -

de l os que intervienen en l a litis , sino que actúa en f orma preventiva -­

frente a l os que s e encuentran en análoga situaci6n jurídica, ya que po-­

drán deducir cuál s er á l a actitud del juez en conflictos do la misma natu 

raleza. 

Y, finalmente , la CAUSA, En este punto creemos que l a causa de 

la acci6n, no puedo ser otra que la pretensión jurídica, que en definiti ­

va es el único fundam ento de la acción. Ordinariamente esta pret ensión, -

tiene a su vez como antecedente un hecho que sirve para determinar l os 

efectos del e jercicie de la acción, así, por e jemplo, la existencia de un 
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der echo y su violación, trae como cons ecuencia e l e j ercici o de una acción 

que s e calificará por l os ef ectos que s e des ean obtener como de condena; -

l a eficacia de una acción que pret ende un nuevo estado jurídico supone e l 

e j ercicio de una acción que s e ca lificará como constitutiva , etc. 

y para cerrar este punto aludiremos a l as ideas que s egún la doc 

trina moderna s o tienen s obre l os e l ementos de l a acción. Según a lgunos de 

estos proccsalistas dichos el ementos son tres: uno subjetivo y dos objeti­

vos. El subj etivo, está c onstituido por l a capacidad de accionar o s ea e l 

mismo el emento que otros autor es conceptúan como presupuesto proces a l , di­

chos autor es no ni egan este hecho, per o como sin esa condición r equerida -

en el sujet o para el e j ercicio de la acción , ésta no funci ona, es t ambién 

elemento inseparabl E: de la misma. Los el ementos obj etivos s on dos: el pr1: 

mer o que es e l estrictamente procesal , debe denominars e Instancia, porque 

su esencia consiste en instar e l curs o del procedimi ento, r epresonta este 

e lemento l a energí a dinámica en virtud de l a cua l s e r ecaban l as r es olu- ­

ciones judiciales . 

El término Instanci a, debe entenders e en el ya indicado y no de­

be confundirs e con otras acepciones que a l mismo s e l e r an dado . Lo mismo 

con r especto a l a pret ensión que s egún a lgunos "transporta al proceso ___ o 

l a visión que del litigi o s e ha f ormado el actor" y que es como e l cordón 

umbilica l que une l a acción con El der echo mat eria l en litigi o; debe pre-· 

cisarse que esta última f~ase l a aplican a la pret ensión principal o de -

fondo, porque junto a ella se suceden en e l proces ~ prrtensiones s ecunda­

rias o de trámite , par a l as que acas o convinies e habilitar un nombre di f e 

renciativo (solicitudes o pedimentos por e j emplO) . En segundo lugar una -
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misma acción puede ir acompañada de varias pretensiones de fonüo~ de 

igual o de distinta i mportancia , conexas o independientes (siempr e que no 

sean inoompatibles ) , fenómeno que en la t8rminologfa hispancamoricana, 

fiel a l a vinculación de acción y der echo, so denomina Acwnulaci6n de ac-

ciones, cuando en r ealidad l o es de pretensiones, de la misma manera que 

la que s e llama acumulaci6n de autos lo os de proces os. 

CAPITULO V 

OTRAS CONSIDERACIONES 

Indudablemente que existen otros problemas por dilucidar, fuera 

de los que s e han dejado planteados, Este aspecto de la acción que he ex-

puesto brevemente en esta tesis, es determinante para l a adecuada soluci6n 

de otros, como por ejemplo, el de l a identificación de las acciones, bas~ 

do en dos r eglas fundamentales, la de que no pueden coexistir simultánoa-

mente dos procesos fundados en una misma acción y la de que no pueden te-

ner lugar dos decisiones distintas respecto de una misma acción, Y para -

buscar esos elementos de identificación hay que estarse a l a identidad de 

l os suj etos~ de l objet o y de la causa , Otros problemas serían por ejemplo: 

el relativo a l os car acteres de la acción; acción y prescripción; acción 

y caducidad, etc. Así en cuanto a l os caracteres de l a acción en la l ey -

salvadoreña (Substantiva y Procesal) es muy difícil, sino imposible, es---

tructurar una t eoría s obr e los caracteres de la acción. Como se identifi-

ca acción y derecho, aquella es renunciable en l os casos en que l o puede 

ser éste y transmisible en l os mismos supuestos; además es prescriptible. 

En cambio guiados por las nuevas orientaciones del Der echo Pro 

r..; '~I "': .r:_ .'.!'.. CENTR-: _ 
') 

1 ~ ..... II.· .. , ·,jw.~t. u l:. ioJ.. ~"'L...., ... I-' I"l 
- - _ ____ o _ •• ___ J 
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cesal , estos criteri os deben s er modificados y referidos al derecho mate­

rial, elaborando la construcción autónoma de l concepto, ya sea que se l e 

llame acción o pretensión procesal. 

CAPITULO VI 

EXTINCIbN DE LA ACCION 

En cuanto a la extinción de la acción, la doctrina dominante s e 

ñala dentro de l os modos de extinguir la acción, l a pr escripción y la co 

sa juzgada material. Estos modos no l o s on, porque no afectan a l e lemen­

t o típicamente procesal de la acción, o sea, la Instancia, sino que afe~ 

tan a su contenido mat erial, es decir,a la pr et ensión (por esta razón es 

tos hechos configuran excepciones al litigio y no al proceso). Ahora --­

bien, la acción s e extingue por cuantos medios 3upongan l a consunción de 

la instancia. Entre estos tendríamos l a cosa juzgada formal, intimamente 

ligada con la preclusión, hasta el extremo de que podríamos llamarla pr~ 

clusión suma o máxima, y que equivale a inigpugnabilidad, por haber a l - ·­

canzado su meta l a ener gía accionante de las partes y no brindar ya el -

proces o pendiente, posibilidades ulterior es. Luego t endríamos l a inac--­

ción o inercia de l as partes, determinante de l a caducidad por ejempl o.­

A propósito de la caducidad s e impone una r ectificación t er minológica -­

fundamenta l: desdo el momento en que la caducidad de l a Instanc ia l o es 

a la vez, e indisolublemente, de l a acción a que pertenece, no es posi-­

ble s eguir hablando de que aquella no extingue l a a cción y que ésta po- ­

drá ejercitarse en un nuevo juicio, si mi entras t anto no hubies e prescrl 

te: l o que en rigor podrá deducirse en un nuevo juicio, mediante nueva -
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acción, puesto que la primitiva caducó, es la pretensión de derecho mate-

rial. Se extingue también la acción por renuncia a la misma sin r enuncia 

a la pretensión, como la r enuncia a l os actos del juicio (esta es una ins 

titución propia de l derecho italiano) . Por último la acción se extingue -

por incapacitación de su titular para accionar. Esto es una consecuencia 

de conside~ar la capacidad como un e lemento de la acción. Se concluye 

que cuando en un proces o Se incapacit~ una de las partes, podrá haber su 

cesión en la pretensión, pero no en la Instancia. 

CAPITULO VII 

NECESIDAD DE UNA CLASIFICACION 
DE LAS ACCIONES 

En este CapítUlo que no pretende agotar el problema de l a ac--

ción, sino únicamente esquematizar algunos de sus aspectos, se pres enta 

éste, el de la clasificación de las acciones. Y l o planteamos para encog 

trar un enlace lógico entre el concepto que s e ha expuesto de la acción 

- según las t eorías más corrientes- por su naturaleza unívoco y la clasi-

ficación de las acciones que parece viene a destruir la unidad de es e 

concepto . Por su clasificación es qU8 también s e habla de acumulación de 

acciones, concurrencias de acciones, etc. 

Nicet o Alcalá Zamora y Castillo, s e pronuncia, como no podría 

ser de otra manera, por la uni~ad de l a acción, concopto que puede exteg 

derse a otras ramas, propugnando sin más la unidad t e l eológica de la ac-

ción civil y de las que s e manifiestan en l os proces os penales, del tra­
~ 

bajo, administrativos, o constitucionales, per o siempre que se imagine -
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tad (de estado); la mayor de las veces son de contenido meramente económi 

co, patrimoniales (reales y personales); puede pretenderse hacer efectivo 

un derecho real y uno personal, simultáneamente, por haber entre ellos ín 

tima vinculación (mixtas), etc. etc. 

En todos los anteriores casos y en los demás que a menudo se pr~ 

sentan, vemos con suma claridad que la acción va dirigida a la consecución 

de distintos fines, cuya naturaleza es varia, precisamente por la multi 

plicidad de instituciones jurídicas reguladas y según la pretensión que -

se quiera hacer valer. Pero es la naturaleza del fin inmediato que se pr~ 

tenda (el in.'1lcdiat'o es la sentencia o resolución judicial) al ejercitar 

la acción, lo que hace que a ésta se denomine, declarativa, por ejemplo, 

o bien, por el fin que se persigue se le calificará de ejecutiva, o por -

el bien a que se afecte se le denominará irunobiliaria, etc., calificación 

que en sí misma no hace desaparecer la estructura autónoma y 

concepto de acción. 

unica del 

Este problema está también vinculado a la institución del proce- ~----

so. La acción se da a traves del proceso, en el cual funciona; pero la r~ 

gulación procesiva o el trámite procesal varía según la naturaleza de la 

pretensi6n que se quiera hacer valer; no sería lógico que se siguiera un 

mismo trámite para la ejecución de una obligación que para la declaración 

de un derecho, y de aquí también deriva una clasificación de los procesos. 

Ahora bien, como eS necesario para el inicio de un juicio, el ejercicio de 

la acción, por el objeto de aquel juicio,vnle decir que: por la finalidad que 

con él se persigue se califica la acción; así nuestra ley la distingue veE 

bigracia en ejecutiva o en ordinaria pero hay que fijarse bien que esta ca 
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lificación, más bien alude a las consecuencias o efectos que s e obtendrían 

mediante el ejercicio de la acción y no propiamente a la naturaleza de su 

concepto . Por eso dice Alsina: "Si nos atenemos a la definición que hemos 

dado de la acción parecería que ésta no podría ser sino una sola, en cu­

yo caso, sería superfluo hablar de una clasificación. En efecto; el dere-­

cho de reclamar la intervención del Estado en presencia de una lesión, es 

siempre de igual naturaleza, pero no en todos los caSOG su objeto es el 

mismo ni e l derecho cuya protección se requiere es necesariamente igual, -

ni la acción, se ejercita de un solo modo. El objeto inmediato de la ac--­

ción es la sentencia, pero ésta puede ser de distintas clases, y la acción 

varía según la sentencia que se pretenda. La íntima vinculación que existe 

entre la acción y el derecho le imprime caracteres que incluyen en la de-­

t erminación de la competencia de los jueces. Por último no todas las accio 

nes pueden ejercitarse del mismo modo, ni al mismo tiempo. Son estas las -

circunstancias que fundamentan una clasificación la que por otra parte, 

tiene la ventaja de facilitar su estudio y aclarar los conceptos. 

Modernamente l a clasificación de que s e ha hecho mérito, se orien­

ta, no con respecto a la acción, sino con r especto a la pretensión que se 

quiere hacer valer. También cuando se habla de la división de las acciones, 

se las agrupa en tres categorías: de conocimiento, de aseguramiento y de -

ejecución, que responden a tres tipos de procesos diferentes (de cognición, 

cautelar y de ejecución). 

Casi todos l os autores modernos están acordes en que la Acción es 

una Institución Autónoma, es decir que Se presenta con un contenido propio, 

distinto del derecho material, que tiende a garantizar y consistente en el 
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Derecho de cada ciudadano de solicitar el ejercicio de la función juris-­

diccional del Estado y en el deber correlativo de este de poner en funci~ 

namiento su actividad jurisdiccional cuando sea solicitado por aQuellos.-

Pero la Acción,;con ser una, presenta diversos aspectos o mati­

ces, según se le considere desde el punto de vista procesal propiamente -

hablando, o del derecho material que tiendo a garantizar, o bien de la fi 

nalidad que persigue. 

De ahí que r esulte aparentemente el equívoco de que la acción -

no es una sola entidad sino existen infinidad de acciones. Por ejemplo, -­

desde el punto de vista procesal, diremos que todas aquellas acciones -­

que no tengan señalado un trámite especial se seguirán por el procedi--­

miento ordinario, de donde deducimos la denominación de ACCIONES ORDINA­

RIAS.- Si queremos hacer valer un derecho do propiedad diremos que vamos 

a ejercitar una ACCION REAL. Así también, si el fin que se pretende obt~ 

ner con la sentencia varía, resulta igualmente distinta la acción, por -

lo cual hablamos de ACCIONES DECLARATIVAS, EJECUTIVAS, DE CON'.0ENA, etc. 

En consecuencia, podemos sin ataoar la concepción unitaria de 

la acción, y con el objeto de fijar conceptos evitando confusiones, cla­

sificarla según "EL DERECHO" que garantiza, el IIFIN If que persigue o la 

~FOp~H con que aparece dentro del proceso, que es donde so manifiesta -

claramente.-

Considero de importancia en este trabajo de tesis hacer la enun 

ciación de las principales clasificaciones que se han dado, en el decur­

so de la historia, de la Acción Civil, anticipando, desde luego, que al 

hacer un resumen personal de la clasificación al final de este capítulo, 
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en forma de conclusiones, no pierdo de vista que aún cuando la acción ci-

vil se r efiere a un derecho de orden privado, pertenece s egún una doctri-

na moderna, a l a clase de l os derechos públicos, subjetivos, de carácter 

" . CJ.VJ.co. 

LAS ACCIONES DEL DERECHO ROMANO 

CAPIWLO VIII 

~¡ Derecho RomanQ rec ogi ó en f orma unitaria la clasifi0ación de 

las acciones . Es Justiniano quien nos dejó en sus "Institutas" la más va 

r~ada información s obro este t ema. Al exponer la diversidad de l as accio 

nes empleadas por l os romanos, me atengo al orden establecido por aq~el 

jurisconsulto. 

Fundamenta lmente, las acciones que pueden e j ercitarse s on reales 

o vindicaciones y personales o condictiones. Si resultan de la ce l ebr a- -

ción de un contrato o de la comisión de un delito, s e llamarán PERSONA--

LES, pues en virtud de ellas el demandado deb~ darnos o hacer algo en --

nuestro f avor . Si s e derivaú de un dereoho real y tienden a hacer r espe-

tar o r eivindicar este derecho , s e llaman ACCIONES REALES; por medio de 

ellas reclamamos el dominio, la posesión, las servldumbre~, e l usufructo, 

el us o, - Dentro de estas últimas s e dan las acciones directas, nombre es 

pecífico destinado a las ' que tienden al reconocimiento de l os derechos -

r eales de Usufructo y s ervidumbre; y las Acciones Contrarias o negatorias, 

denominándos e así aquellas por las que s e sostiene tique e l adversario no 

tiene derecho de usufructo", "que el adversario no tiene derecho de paso", 

.~. 
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"que el adversario no tiene derecho de acueducto"~ etc. pero no se apli-

caban las acciones contrarias tratándose del derecho de propiedad~ pues -

en tal caso el que la ejorcitaba no tenía la posesión de la cosa que ase-

guraba ser suye. 

Hay, además, ciertas acciones que ni son enteramente reales ni -

exclusivamente personales, sino participan de características comunes de 

ambas clases.(Como ejemplos clásicos, sino participan de características 

comunes de ambas clases.)Como ejemplos clásicos cita JUSTINIANO la acción 

de partici6n de herencia (FAMILIE ERCISCUNDE) por parte de los herederos; 

la acci6n de división de la cosa común (COMMUNI DIVIDUNDO), por parte de 

los copropietarioG; y la acción de deslinde (FINIUM REGUNDORUM) entre los 

propietarios de las heredade8 contiguas. Estas acciones se denominan mix-

tas , -

Una especie de variación de las acciones eran las llamadas prej~ 

diciales, que se referían especialmente al estado civil de las personas; 

entre ella3 estabcn la que discute si un hombre es libr~ liberto o escla-

va y la de reco~Qcimiento de parto (de hij o) 

Las acciones mencionadas son todas del orden civil ~ ~ero junto , 
a ellas se dan las ACCIONES PRETORIANAS. Estas, introducidas por el der~ 

cho pretoriano, fueron variadí0imas, incluyendo dentro de su órbita las -

aociones penales, la de cuasi u.su:capción,lc;l. Publiciana. la Serviana o Hip~ 

teoaria, la Guasi Serviana, etv.", ~uyos objetivos partioulares no convie 

ne examinar a fondo para no acentuar la confusión, ya que para el objeto 

que persigue este estudio basta con su enunciaoión. 
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-Tant o las acciones reales como las personales que se derivan -

de un contrato tienen por objeto perseguir una cosa (rei persequendae 

causa): y les pers onales -emanadas de un delito tienen por finalidad per­

seguir una pena (poenae persequendae causa). Per o, dentro de las aocio-­

nes originadas de la comisión de un delito, se encuentra también las que 

persiguen obtener a la vez pena y la cosa (sanción y r esponsabilidad ci·· 

vil); en tal caso 10. acción también s e llama HIXTA, aunque no debe con-­

furdirs e con las MiA~af, ya enunciada2 

TJna característica fundamental de las acciones en el Derecho -

Romano e ::: que no podían entablarse sino en virtud do la ley o del us o -­

consagr~.!.(b por la ley~ De ahí el apotegema latino tlnulla legis actio sine 

lcgetl . =.iE~S ac~iones r eales eran seguidas con estrictas formalidades pro­

cesales, bajo pena de nulidad, y se dictaban sentencias indirectas. En -

las personales, l os interesados debían probar la existencia de l contrato 

o del delito, generadores de la obligación~ 

Según que el Juez estuviera en libertad de apreoiar el litigio 

en conciencia o ~on suj ección a las disposiciones de la l ey, las primera 

resultaban . DS BUENA FE (Bonae fidei ) o ~E DERECHO ESTRICTO (stricti 

iuris). Las primeras r esultaban de venta, compraventa, arrendamiento, -

mandato, depósitos, s oc i edad, tutela, comodato, prenda, petici ón de he-­

rencia, división de bienes comunes, devolución de dote. Esta clasifica­

ción es de extraordinaria importancia por su trascendencia históric~. En 

las acoiones llamadas de buena fé, el juez o el magistrado, aprecian li­

bremente, según l o bueno y equitativo (exbono et aoquo) lo que eldeman­

dado debe devolver al actor . En los demás casos, el juzgador debe apega! 
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se estrictamente a l o dispuesto por e l contrat o o por la l ey , o s ea cuan-

do s e e j ercitan las acciones de estricto der echo. 

Fuera de l os dos cas os menci onados, podí a t ambién e l Juez en --

e j ercicio de su ministerio de justicia, aplicar e l der ecuo s egún su volun 

tad , sin l imitaci6n a l guna , de donde surgi er on las acciones llamadas ARBI 

TRARIA~,\: 
CAPITULO IX 

EL PROCEDIMIENTO CIVIL ROMANO 

Es importante para alcanzar e l obj et o de esta exposici6n , hacer 

r ef erencia , aún en for ma pan6r amica, de l os tres estados por l os que atr~ 

ves6 e l pr ocedimiento civil en Roma: o s ean l os sistemas de "Legis actio-

nes ll
, f ormulari o y extraordinario. 

El sistema de tllegis actiones ll (acciones de l a l ey) tuvo,en t e-

sis general, l a f orma de arbitraje facultativo, en que e l juzgador no go-

zaba de fuerza e j ecutiva para hacer r espet ar su f allo . Dice a este respe~ 

t o DANIEL ANTOKOLETZ en su tratado de Der echo Romano, que ambas partes co~ 

venían ante el magistrado en s ometer e l conf licto a un árbitro de su ele~ 

ci6n . El contrat o por e l cua l declaraban s omet erse al arbitraj e , s o decía 

"litis contestatio" . El arbitro no pronunciaba sentencia obligatoria , si-

no un dictamen u opini6n. 

Las "legis actiones", que s ol o podrían intentarse si estaban --

previstas por la l ey, s egún GAYO tenían las características siguientes: -

eminentemente f ormalistas, nacidas de l a misma l ey , judicia l es requerían 

la pres encia de las partes, de procedimiento verbal y pertenecían al tlJus 
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civile", siendo inaccesibles a l os extranjeros. Estas acciones no podían 

acumularse ni ser intentadas dos veces. 

En este período primero del procedimiento r omano s e c onocieron 

cinco clases de accionos: 

a)-"Sacramentum", que equivale a nuestro procedimiento en vía -

ordinaria; 

b)-I1Manus iniectio", mediante e l cual e l acreedor se apoderaba 

de la persona del deudor; esta acción tenía una serie de va­

riantes que no entrare a cOnSiUc.Tar pcr innccesari :); 

c)-·IIPignoris capio", por la cual el acreedor, en vez de e jerci­

tar su derecho sobre la persona deudor, s ecuestraba sus bie-

nes; 

d)-"Iudi sis postulatio", de menor solemnidad, por ella s e pedía 

a l magistrado el nombramiento de un arbiter postulatio" y se 

usaba en casos diversos, como para fijar el monto de las in 

demnizaciones por incumplimiento de contrato, para peritajes, 

deslindes, divisiones de herencias; y 

e )-"Conditio" , acción por la cual el acreedor intimaba al deudor, 

ante tostigos, para comparecer en juicio, a efecto de desig­

nar juez. 

En el pr~cedimiento FORMULARIO, la acción s e clasific6 mediante 

una fórmula dictada por e l pretor, quien la daba únicamente a s olicitud -

del demandante, cuando l o consideraba conveniente. El derecho pretoriano 

dió oportunidad al nacimiento de infinidad de acciones pero las acciones 
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pretorianas eran TEMPORALES, duraban s ol o a lgún tiempo determinado, en -

l o que s e diferenciaban de las CIVILES, que eran perpetuas. Al definir-­

las EDUARDO PALLARES, en su tratado de las acciones civiles, dice : "Se-­

gún 01 der echo antiguo, las acciones que tenían su origen en la l ey, en 

los senados- consultos y en l as constituciones de l os emperadores, eran 

perpetuas. Las acciones pretorianas duraban, por regla general, un año, 

o s ea e l tiempo de que gozaba autoridad el pretor que las otorgaba". -­

Puodo fijarse históricamento esta clasificaci ón como la fuente que dió 

origen a la PRESCRIPCION (longitemporis praescriptio). 

En este período la clasificación tiene c omo base la redacción 

de la fórmula otorgada por el pretor. Entre las principalos distincio-­

nes S 8 encuentran l a ACCION INREM SCRITA y la ACCION IN PERSONAM. BON- ­

JEAN, citado por PalIares, dice: tilas expresiones IN REM e IN PERSONAM, 

las encontramos aplicadas a l os edictos del pr et or, a l os pactos y a -­

las excepciones. En t odos ostos casos, OGas l ocuciones tienen un signi­

ficado común: IN REM es una enunciación hecha en t érminos generales, -­

sin designar a persona dete~minada; IN PERSONAM, una enunciación r e l ati 

va a pers ona determinada. Un pacto es IN PERSONAM, cuando sus ofectos -

no deben aprovechar sino a una porsona. Lo mismo puede decirse con r es­

pecto a las excepciones quo se ha cen valer, no contra 01 demandanto, sl 

no contra cualquier pers ona ..... Admitido l o anteri or, f ácil es c ompre~ 

der que hay acciones que se pueden f ormular sin expresar el nombro de l 

adversario y otras en que es preciso decir su nombre. Las primeras es-­

tán redactadas IN REM, Y so dan contra cualquiera que s e encuentre en -

)as condiciones jurídicas pr evistas en l a acción (contra el pos eedor de 
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l a cosa. por e j emplo), mi entra s que las s egundas s 610 pueden e j ercitarse 

contra la pers ona des i gnada en l a acción. En pocas pal abras, en las ac- ­

ciones IN REM no fi gur aba e l nombre de l demandado en l a "intentio", en -

las IN PERSONAM, si apar ecía. 

El período EXTRAORDINARIO s e car acteriz6 porque durante él, -

surgier on l os "INTERDICTOS", que s e e j ercitar on normalmente como las ac 

ciones. Uno de es os interdictos, dice ANTOKOLETZ , ha sido, por e j emplo, 

e l de "in integrurnres titutio", por medi o de la cual s e r epar aba e l per-­

jUicio causado a l os menor es de 25 años (según l a l ey Plaet oria ), a l os 

mayor es en ca s o de dol o mal o, a l os ausentes en s ervici o de l país . " 

CAPITULO X 

LA ESCUELA CLASICA 

El diverso concepto que han t enido l os tratadistas s obre l a -

Acción, ha influído ~n l a pr ofusa variedad de clasificaciones hasta hoy 

ofrecidas al jurista . La Escuela Clásica adopt ó el concept o y, por en-­

de, la clasificación r omana, estando r epr es entada en primera línea por 

savigny. 

Manrcsa , entre otros comentaristas de l sigl o pasado , cree - ­

que es l a íntima r e lac ión que existe entre l a acción y el derecho que -

pr ot ege , 10 que hace que; l a natural eza elE; aquel l a dúpcncla, inflexlbl ,;mcnte 

de la naturaleza del der echo mat erial; así, cuando r eclamamos un dore-­

cho r eal. as :! scr <1 l a acción que 0j Grc itam':Js; s i es dcre:ch ,.:, p0r s Gnal s er á 

pers onal la acci6n; y r econoce , como e l Der echo Romano, que cuando el -

der echo participe de una y otra natura l eza, l a acción s er á mixta . 
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No quiero insistir mayormente s obre este concepto, clásico r oma­

nista. poro croo conveniente dejar un ostracto de la clasificación adopta­

da por Manresa en sus "Comentarios a ID. Ley de Enjuiciamiento Civil". Son 

ACCIONES REALES las que emanan del dominio y de la propiedad y de sus di­

ferentes desmembraciones, como las "petitorias" y "poses orias" de la co-­

sa"; entre ellas se citan la de r eclamación de usufructo, servidumbre po­

sesi6n, prenda, hipoteca. Estas se subdividen en "acciones reales muebles" 

y "acciones reales inmuebles", según que el derecho se refiera D. un bien 

raíz o a cosa mueble . 

Las ACCIONES PERSONALES son tantas como obligaciones pueden derl 

varse de l os contratos, "pero escribe el menci onado tratadista español, -

será fácil distinguirlas si se tiene en cuenta que allí donde existe una 

persona obligada a dar, hacer o dejar de hacer alguna cosa, de tal modo, 

que s ol o de ella o de sus herederos pueden reclamarse, allí existe una ac 

ción personal". Su carácter fundamental es, consocuencia, que sólo pueden 

dirigirse contra una persona "determinada". Pero no derivan sólo de l os -

contratos sino también de cuasicontratos, delitos y cuasidelitos; a lgunas 

hD.sta de la ley como la de reclamar alimentos; otras de las donaciones a 

título gratuito, cuando es fungible la cosa y para el solo objeto de re-­

clamarla. Incluye tambión entre las personales, la acción del heredero en 

el instituido . 

Las ACCIONES MIXTAS son las mismas así llamadas en el Derecho -

Romano, pero agregan l os clásicos que por ellas doben entenderse todas -­

aquellas en que, reclamándose un derecho real, se dirijan contra la pers~ 

na que ha contraído la obligación. El siguiente ejemplo aclara la situa--
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ción: si s e usa l a acción hipotecaria, l a acción s er á MIXTA; per o si l a -

finca ha pasado a manos de un t ercer o, s erá REAL; en cambio,si s ol o s e r e 

clama a l deudor e l cumplimiento de su obligación, sin importar la hipot e­

ca, s erá PERSONAL. 

Es importante notar que e l fundamento de esta división estriba -

en l a pret ensión f ormulada en l a d8manda ; es decir, pr edomina el el emento 

"finalidad de la Acci ón ll
, y tiende exclusivamente a determinar cuá l es el 

juez comp8t ente par a conocer de la demanda . 

No debe olvidarse que para l a Escuel a Clásica l a acci ón es el de 

r echo en movimiento; para ella no existía l a acción si no s e establecía 

la violación del derechoj este era, pues, el pr esupuesto neces ario par.a -

la existencia de aquélla ; derecho y acción r esultaban, en este s entido , -

t érminos correlativos e inseparables uno del otro . 

CAPITULO XI 

ACCION CIVIL y ACeION FENAL 

La clasificación en primer t érmino distingue entre acciones ci vi 

l es y penales. ~fuchas l egislaciones, i nclus o l a nuestra, aún r econocen - ­

que la comisi ón de un delito da lugar a dos acciones: l a penal , para cas­

tigar a l e j ecutor, y la civil, para r eparar el daño causado. Ambas acusan 

una estrecha vinculación, per o a la vez pres entan clarísimos caracter es -

difer encial es. 

Las ACCIONES CIVILES algunas s on de carácter económico, porque 

persiguen obtener una indemnizaci ón o una pr estación cualquier a de orden 

pecunario, o l a restitución de la cosa; pertenecen a l Der echo Privado, ---
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porque forman parte del patrimonio deltitular; puede e j ercitarse por t oda 

persona perjudicada, aunque sea indirectamente; en la mayoría do los ca-·­

sos pueden ser trasmitidas por "Sucesión y pueden, asimismo, dirigirse cOQ 

tra toda clase de personas, sean visibles o de oxistencia ideal. 

Las ACCIONES PENALES, en cambio, son de carácter político, repr~ 

sivo, porque aplican exclusivamente una sanción; forman parto del Derecho 

Público, porque afectan hondamente e l sentimiento de seguridad de la so-­

ciedad; se dirigen siempre contra una persona física; plenamente identifl 

cada y subsiste mientras esta viva, siendo el ofendido o el Ministerio Pú 

blico su único titular, salvo e l caso de ciertos delitos en que 108 heredo 

ros pueden sostener la acusación. 

En consecuencia. ambas acciones son independientes una de otra. 

Sin embargo existe cierta vinculación que se acusa principalmente cuando 

la civil puede acumularse a la penal. siempre y cuando el juez a- quo teg 

ga competencia de conformidad con las normas procesales; y, además, cuan­

do la penal puede influir decisivamente en la acción civil hasta el punto 

de extinguirla. 

MAXIMO CASTRO, en su curso de procedimientos penales, construye 

también su clasificación de las Acciones Civiles desde un punto de vista 

unilateral ;p~ra eldistinguido catedrático de la Universidad de Buenos Ai-­

res, lo que interesa para podor distinguir la acción es el derecho consa­

grado en el Código Civil. al cual derecho ampara. 

Las acciones civiles, para el citado tratadista, pueden ser de -

varias clases con relación a la naturaleza del derecho, son patrimoniales 

{si derivan de derechos patrimoniales) y de estado si derivan de derechos 
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inherentes a la persona); por su objeto, son mobiliarias e inmobiliarias ; 

por el transcurso del tiempo devienen prescriptibles e imprescriptibles; 

según su transmisibilidad, resultan transmisibles e intransmisibles; por 

último, por su cesibilidad, s on cesibles e incesibles. 

Las acciones patrimoniales tienden a la declaraci6n de un derecho 

susceptible de apreciaci6n pecuniaria y s e cuentan entre ellas las r eales , 

personales y mixtas. Dentro de las Mixtas, se incluye una modalidad de in 

teresantes caracteres: las llamadas "acciones de nulidad, res oluci6n o re 

vocaci6n" de derechos reales inmobiliarios. "Son, dice Castro, las que re 

sultan de actos nul os por vicio de forma, falta de consentimiento, de ob­

jeto o de causa lícita (esto será, desde luego, únicamente en las legisl~ 

ciones causalistas) o afectados por error, dolo violencia, o incapacidad, 

falta de cumplimiento de las condiciones o cargas impuestas en el acto - -­

constitutivo o hechos posteriores que autoricen su r evocaci6n, como por -

ejemplo, la ingrati~ud del donatario y la supernascencia de hijos al do-­

nante ... " En tales casos la acci6n no puede dividirse y ser una parte ---­

real y otra personal: "El comprador que no paga e l precio sufre la resolu 

ci6n del contrato y está obligado a la restituci6n del inmueble." 

Se llaman acciones suigéneris o de estado, aquellas que derivan de 

los derechos inherentes a la persona; ejemplo de ellas son las que so re­

fieren al estado y capacidad civiles, de reconocimiento de hijo, de nuli­

dad de matrimonio, de divorcio, etc. En algún caso se refieren también al 

estado político de la pers ona, como la de adquisici6n y pérdida de la ciu­

dadanía. 

Al considerar las acciones civiles desde el punto de vista de su 
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objet o, Castro encuentra las mobiliarias e inmobiliarias, que Pallarés -

denomina n;uebles e inmuebles. Sin embargo, como acertadamente observan a~ 

bos autor es citados , t ambién las acciones clasificadas s egún l a natural e­

za del der echo- r eal es, pers onales y mixtas pueden orientars e hacia un ob 

j et o mueble o hacia uno inmueble; l a finalidad de esta clasifica ción, en 

consecuencia, no es otra que f acilitar a l litigante la determinación del 

juez competente par a conocer del litiGi o; por ejemplo, en el caso do eje~ 

citarse una acción inmobiliaria será juez compet ente el del lugar donde -

se encuentre situada la finca. 

Por él transcurs o de l tiempo son las acciones PRESCRIPTIBLES o 1M 

PRESCRIPTIBLES, según puedan ejercitarse en un l aps o determinado o en 

cua lquier época, No creo que puoda acoptarse sin r eservas esta base de 

clas ificaci ón , puos la prescriptibilidad es poco idónea como el emento di­

f er encial de las acciones, ya que no es una cualidad sustantiva que l as -

distingue con t oda claridad como cuando s e ven a través del der echo con- ­

culeado , o de su pr oyección procesal o bien de su finalidad mediata. 

TransmiGibilidad y ces ibilidad s on también car acterísticas que 

no creo deban acept arse como base de una oorrecta clasificación, pues son 

cualidades de l os dere~hos y s erían inadmisibles dentro de l a doctrina mo 

derna, al consider ar ésta a la acción como una Institución autónoma. 

CAPITULO XII 

OPINION DE CHIOVENDA 

La clasificación de este ilustre autor puede decirse que es l a b~ 

se de la clasificación de l os juicios, En efecto, Chlovenda s 610 ve la natu 
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raleza de la sentencia judicial, como objet o inmediato de la acci6n. Esto 

es natural, pues deriva del concepto que e l pr ofesor italiano tiene de la 

acci6n como un derecho potestativo, es decir, que tiende a la actuaci6n -

de la ley. El tantas veces citado Pallarés, acepta esta teoría únicamente 

en cuanto "hay acciones simplemente potestativas, que no tienen por obje­

t o exigir el cumplimiento de una prestaci6n o la entrega de una cosa, si­

no la creaci6n de un nuevo estado de derecho, de un poder jurídico deter­

minado. Estas acciones no producen sentencias de condena sino declarati-­

vas o constitutivas." 

Tenemos a continuación las categorías de acciones aceptadas por 

Chiovenda: 

ACCIONES QUE TIENDEN A LA ACTUACION DE LA LEY 

a)-mediante sentencia: 

l)-de condena (acciones de condena) 

2) -de declaraci6n (acciones de declaraci6n) 

))-Constitutiva (acciones constitutivas) 

b)-mediante declaraciones con predominante funci6n ejecutiva: 

l)-Acciones sumarias. 

c)-por medios de pr evisión o de cautela: 

l)-acciones de seguridad; 

2)-acciones de garantía. 

d)-por medios ejecutivos: 

l)-acciones ejecutivas. 
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CAPITULO XIII 

DIVISION DE CALAMANDREI 

El profesor de la Universidad de Florencia también acepta, con -­

los mej ores autores modernos, que la acción tiene un objeto inmediato, es­

to es, la providencia jurisdiccional que resuelva el derecho; y un objeto 

mediato, o sea, el criterio derivado de la naturaleza sustancial de la rc­

lación o estado jurídico sobre que se contiende, esto es, del título de la 

acción. 

Considerada por su objeto inmediato, con criterio estrictamente -­

procesal, aparece la acción clasificada en dos tipos: ACCION DECLARATIVA y 

ACCrON EJECUTIVA. También puede darse la CAUTELAR, la cual unas veces re­

sulta cautelar declarativa y otra cautelar ejecutiva, y que tiende a con-­

servar determinada situación jurídica o de hecho para impedir que sean con 

culeados l os intereses protegidos. 

Las acciones declarativas se distinguen, a su vez, según las dife­

rentes clases de res oluciones judiciales, en ACCIONES DE CONDENA, DE DEC~ 

RACION DE MERA CERTEZA (positiva o negativa) y CONSTITUTIVAS. Dentro del -

aspecto que menciona, caben además las ACCIONES DETERMINATIVAS o .ISPOSITI 

VAS. 

Por su objeto mediato, se clasifican las acciones en MOBILIARIAS 

e INMOBILIARIAS y en PERSONALES y REALES. Ambos tipos a menudo se enlazan 

entre sí, notando, por ejemplo, que las acciones reales aparecen , también -

como muebles o inmuebles, según sea la naturaleza del bien litigioso. 
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CAPITULO XIV 

TEORIA DE ROCCO 

Debe teners e presente, ante t odo , el concepto que e l catedrático 

de la Universidad de Génova tiene de la Acción Civil consistente en el d~ 

recho de cada ciudadano a pretender del Estado el e jercicio de la función 

jurisdiccional para defender los intereses privados protegidos por el de-

recho, y, correlativamente, en el deber del Estado, que es deber jurídico, 

de intervenir atendiendo la solicitud de aquellos. 

Según este concepto, la Acción Civil puede distinguirse en dos -

formas: según la naturaleza de la providencia judicial que s e pretenda, -

esto es, de la sentencia, o según la naturaleza de la relación jurídica -

que constituye su objeto. 

En el primer caso encuentra Ugo Rocco las que llama acciones de 

MERA DECLARACION, ACCIONES EJECUTIVAS, ACCIONES DE CCl~DENJ\ y ACCIONES CA!:! 

TELARES o CONSERVATIVAS, según que la pretensión del oiudadano se encami-

ne a obtener del Estado una declaración del Derecho, o la realización ---

coactiva de sus intereses protegidos por el Derecho, o ambas cosas a la -

vez para mantener e l estado de hecho y de derecho existente en un momento 

dado. 

Las acciones de mera declaración pueden ser POSITIVAS o NEGATI-

VAS, ya sea porque persigan la declaración de existencia:) la inexisten- -

cia de una cierta relación jurídica. Ejemplo de ellas es la declaración -

de hijo legítimo. 

Forman categoría especial, puede decirse mixta, las acciones de 
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condena, pues si bien es cierto que exigen una ejecuci6n también l o es que 

para llegar a esa fase requieren proceder previamente a una declaración" -

para ver si es posible pronunciar la condena misma!!. DE PINA Y LARRANAGA 

han definido bien esta a$~ión al decir que es aquella que tiende a obtener 

una sentencia destinada a ser cumplida o ejecutada perentoriamente; y que 

por eso se dice que el fin de la acción de condena es doble, puesto que -­

con ella se aspira no sólo a la declaraci6n del derecho, sino a la posibi­

lidad de su ejecución. 

Para la existencia de las acciones ejecutivas, precisa tener pr~ 

s ente que el derecho debe ser cierto; es decir que el interesado debe po­

seer un "título ejecutivo", esto es, un documento que compruebe indiscuti­

blemente su derecho, sea una sentencia judicial, una escritura pública o -

cualquier otro documento que traiga aparejada ejecución. 

Las acciones cautelares o conservativas se dan precisamente para 

aquellos casos en que entre la declaraci6n del derecho y la e jecuci6n pasa 

algún ciempo durante el cual debe mantenerse el estado de hecho o de dere­

cho existente para evitar que sean violados l os intereses privados proteg! 

dos por el derecho. 

En un orden secundario, Rocc o reconoce que según sea la naturale­

za de la relación jurídica, objeto de la acción, puede ésta clasificarse -

en ACCIONES REALES Y ACCIONES PERSONALES, conceptos derivados de la natura 

leza real o personal del derecho; ACCIONES SUCESORIAS Y ACCIONES DE ESTADO, 

referentes a un derecho sucesorio o a un estado personal; ACCIONES MUEBLES 

Y ACCIONES INMUEBLES, si el objeto del derecho es un bien mobiliario o raíz .. 

ACCIONES CIVILES Y ACCIONES MERCANTILES, según que la relaci6n sustancial -
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sea civil o comercia l. A l as acciones que la doctrina antigua llamó MIXTAS, 

por no s er r eales ni personales, concede Rocco muy r elativa importancia. 

CAPITULO XV 

CLASIFICACION DE RUGO ALSINA 

El distinguido prof es or argentino, s e preocupa en f orma es pecial, 

al ofrecer su clasificación de las Acci ones Civiles, de ha cer not ar que el 

der echo de r eclamar l a intervenci ón de l Estado en presencia de una l esión, 

o s ea el der echo de acción es siempre de igual natura l eza ; y que l as dif e-­

r entes categorías de acciones r esultan de que no en t odos l os casos su obj~ 

t o es el mismo, de que e l der echo cuya pr ot ección s e pide no siempr e es ne­

cesario igual y de que dentro de la t écnica pr ocesal no s e ejercitan de un 

s ol o modo ni a un mismo tiempo . 

Según su ob j eto , esto es, s egún l a clas e de pr onunciamiento judi­

cial que con l a acción pu ede pr et enders e , r esultan l as siguientes categorías 

de acciones: 

1 . - DE CONDENA7 Es la más común; persigue una s entencia que c on~ 

ne al demandado a dar , hacer o no hacer alguna cos a. Requier e varias condi­

ci ones, que s on: la violación de un der echo, que la cos a pers eguida s ea su~ 

ceptible de cumplirse, ya que a nadi e puede obligars e que haga 10 imposible , 

y por último, que haya necesidad de l a pr ot ección jurídica . 

2 . - DECLARATIVA- Es pr oducto de una doctrina moderna alemana, adoE 

tada inmediatamente por t odos l os países, que s e concret a así: t oda senten-­

cia, aún l a condenat oria , es declarativa, desde luego que contiene un r econo 
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cimiento del derecho del demandante "Pero -dice el pr opi o Alsina- l a ac-­

ci6n de cohdcna r equiere un hecho contrario al derecho y por es o la senten 

cia condenat oria tiene una dobl e funci6n: no solo deciara el derecho, sino 

que también prepara l a vía para obt ener, aún contra la voluntad del oblig~ 

do, el cumplimiento de una prestación." 

Para la existencia de la acción declarativa no es necesaria la -

violación del derecho, basta con la existencia de un estado de incertidum­

bre s obr e el derecho, y l o que interesa al actor en este caso es la decla 

ración s obr e existencia o inexistencia de una determinada situación jurídl 

ca aún cuando no sea seguida necesariamente de un proceso ejecutivo. La ac 

ci6n de reconocimiento de hij o es típica de esta categoría, al igual que e l 

otorgamiento de título supletori o . Esta acción procederá s ol o siempre y 

cuando e l actor tenga interés en un pronunciamiento judicial, positivo o ne 

gativo, s obre una situación jurídica incierta que le perjudique y no pueda 

aclarar en otra f orma. 

ACCION CONSTITUTIVA: es aquella que produce un nuevo estado jurídico que 

extiende sus efectos hacia el futuro. Puede s er: ponstitutiva de estado, -

como la interdicción, divorcio y nulidad de matrimonio; y constitutiva de 

derechos, como la que tiende a indemnizar el daño causado por un acto líci 

too 

Esta acción ha sido muy discutida dentro de l a doctrina moderna, 

especialmente por Rocco; s e hace not ar que sus ef ectos no r esultan de l a -

sentencia sino de l a cuesti6n misma que aquella resuelvo; que l a sentencia 

s olo constata un hecho dudoso y, por consiguiente, es meramente declarati­

va. "El demandante, dice Alsina, no es tal, ni el hijo tiene este carácter 
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porque e l juez s e l o atribuya , pues ya l o er a antes y l a s entencia s e limi 

ta a r econocerlo ." 

4 . -ACCION EJECUTIVA. Su obj et o es hacer cumplir, por medio de l a c oacci6n 

si es necesario, con l as r es oluciones judicia l es def initivas o con l as -­

obligaciones contra í das mediante cualquier título que apare j e ejecución . 

5.- ACCION PRECAUTORIA. Consiste en l a gar antía de conservar inmutable -

det erminada situación jurídica o de hecho, dentro de un cierto espacio de 

tiempo , par a evitar que e l demandado pueda alte~ar esa situación en per-­

juicio del actor . De ahí resultan las providencias precautorias, embar go 

y arraigo , anot aciones pr eventivas, etc. 

En orden a l a natura l eza de l der echo que pr ot egen, l as acciones 

s on: 

l)-PERSONALISIMAS, DE ESTADO o PATRIMONIALES . Son "Acci ones Per­

s onalísimas" las que pr otegen l os der echos de la pers onalidad, es decir, 

l a integridad física , inte l ectua l y moral de l individuo. "De estado" l as 

que s e r efier en a l os der echos políticos y de f amilia, verbigracia , ciuda 

danía y filiaci ón. "Patrimoniales" las que nacen de las r elaciones , r ea-­

l es o pers onales, de contenido económico. 

2)-PERSONALES, REALES y MIXTAS . Es l a más importante , porque ha 

s ervi do a t odas l as l egislaci.ones par a det erminar l a compet encia de l os -

jueces. Consider o innecesario volver s obre estos concept os, que han sido 

expues tos con t odo acierto por doctrinas anteri or es. Es oportuno, única-­

mente ha cer mención de l as acciones que derivan de l os der echos inte l ec-­

tuales, t a l es como pat entes de invención, propiedad científica , literaria 

y artística etc . que caben dentro del der echo de propi edad y que en e l as 
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pecto procesal, s on consider ados como acci ones "pers onales". 

3)-MOBILIl'IRIA8 e INMOBILIARIAS. Las cosas s on muebles o inmuebles 

por su naturaleza, por accesión y por su car ácter r epr es entativo . De esta 

noci6n r esultan l as si~uientes acciones: a)- personal es mobiliarias ( oblig~ 

ci6n do entregar una cosa); b)-pers ona l es inmobiliarias (obligación de en­

tregar un inmueble ); c ) -reales mobiliarias (reivindicación de una cosa mue 

ble ) y d)-reales inmobiliarias (acción r e ivindicat oria de inmuebles). 

CAPITULO XVI 

CONCWSIONES 

De t odo l o que he expuesto s obre e l t ema de l a acción mo par ece -­

que es de importancia t omar en cuenta l as doctrinas de don Eduardo J. Coutu 

r e , en 10 relativo a Acción y Derecho de Petición, l as de don Nicet o Alcalá 

Zamora y Castillo , como asimismo l as enseñanzas del catedrático es pañol Ja i 

me Guasp. 

Me permito s entar además las siguientes conclusiones: 

l)-La Acción Procesal es AUTONOMA 

2)-En consecuencia , INDEPENDIENTE de l der echo materia l 

3)-E1 der echo de Acción es PUBLICO 

4)-Como una derivación de l os puntos anteri er es, puede darse e l -

derecho de acci6n, aún en aquellos casos en que no s e perfila 

el demandado, titular de una obligación, como en el de l as lla 

madas acci ones de simple apr eciación o declarativas . 

5)-8e da el der echo de acción, AUN CUANDO LA ACCION RESULTE INEFI 

CAZ-O INFUNDADA. 

r, 
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6)-La eficacia o ineficacia de l a acción, la det ermina la r es o-­

lución de l órgano juri sdiccional, al analizar l os llamados -­

e l ementos de la acción . 

7) -EL OBJETO DE LA ACCION ES Ul SENTENCIA o r es olución del ór ga­

no jurisdiccional y el derecho de acci ón s e concreta a pr ovo­

car la funci ón jurisdiccional del Estado, para que cumpla su 

finalidad. 

8)-Debe gar antizarse e l e j ercicio de l derecho de acción mediante 

LA REGULACION DE LA RESPONSABILIDAD PROCESAL. 

9)-El der echo de acción es CORRELATIVO JE UN DEBER DEL ESTADO 

obligación jurisdiccional-que hace ef ectivo a través de sus -

órganos .-

lO)-Al r ealizar el Estado su funci ón jurisdiccional, mediante el 

e j ercicio de l a acción. actualiza las normas jurídicas, r eall 

za e l der echo; en una palabra cumpl e su destino histórico. 

ll)-Puedo afirmar que la fundamentación de una clasificación co-­

rrecta de l as acciones civiles s e encuentra en l os tres e l e- ­

mentos siguientes: 

a)-Obj ct o 

b )-Natural eza de l derecho 

c) -Forma pr ocesal. 

12)-La clasifi cación no ataca l a unidad de l a Institución jurídi­

ca c onocida como "DERECHO DE ACCION" j antes bien, hace r esal­

t ar su autonomía y contribuye a fijar me j or sus caracter es. 

13)-Por su "OBJETO", las acciones s on: 



a)-DE CONDENA 

b)-DECLARr~TIVAS; 

c)-EJECUTIVASj y 

d)-PRECAUTORIAS. 
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l4)-Por la ItNATURALEZA tI del derecho que protegen, las acciones son: 

a)-PERSONALES, REALES y MIXTAS, que pueden ser al mismo tiempo MO­

BILIARIAS e INMOBILIARIAS; y 

b)-PERSONALISIMAS y DE ESTADO. 

l5)-Por su "FORMA" dentro del proceso, las acciones son: 

a)-ORDINARIAS 

b) -SUMARIAS 

c)-EJECUTIVAS; y 

d ) -VOLUNTARIAS 


